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SEÑOR PRESIDENTE (Gabriel Pais).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 20) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda agradece la presencia de la delegación del 
Poder Judicial integrada por su Presidente, doctor Roberto Parga, los doctores Leslie Van Rompay, Daniel 
Gutiérrez e Hipólito Rodríguez Caorsi, Ministros, el doctor Elbio Méndez Areco, Director General de 
Servicios Administrativos y la contadora Luz Gonnet, Directora de Planeamiento y Presupuesto. 


Les damos la palabra, a los efectos de realizar la exposición sobre el proyecto de Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal remitido al Poder Legislativo. 


SEÑOR PARGA.- El Poder Judicial es consciente de la delicada situación económica y financiera por 
la que está atravesando el país. Sin embargo, el proyecto de ley que se remite contiene algunas normas 
que incrementan el Presupuesto vigente, pues la Suprema Corte de Justicia considera como 
impostergable la mejora en la prestación del servicio de justicia. Igualmente, se propone crear una 
nueva fuente de recursos propios que permitan contribuir al financiamiento de su presupuesto. 


Los fundamentos de este proyecto se exponen a continuación y se basan en la crítica situación presupuestal 
de este Poder del Estado que debe atender el funcionamiento de aproximadamente trescientas oficinas, en las 
que están instalados más de cuatrocientos cincuenta Juzgados y Tribunales en todo el país y, además, la 
prestación de servicios técnicos de apoyo que se brindan a través del Instituto Técnico Forense y las 
Defensorías de Oficio. 


Se destaca que el Poder Judicial cumple, además de la función jurisdiccional que conforma su esencia, otras 
tales como toda la actividad del Registro Civil en el interior de la República y, desde el año 1996, la atención 
de cinco centros de mediación en zonas con carencias de recursos económicos, sociales y culturales de la 
capital. Ambos servicios son de relevante función social, y para su atención y funcionamiento el Poder 
Judicial ha destinado recursos de su exiguo presupuesto, sin recibir ningún refuerzo para ello. 


Asimismo, debe tenerse presente que en este quinquenio se incorporaron al presupuesto del Poder Judicial a 
través de distintas leyes, prestaciones de servicios con características especiales, que han incrementado los 
gastos de funcionamiento y servicios personales. Estos nuevos servicios son los siguientes. Desde el mes de 
febrero del año 2001 se crearon dos Juzgados Letrados de Primera Instancia en materia de concurso en 
Montevideo, por transformaciones de Juzgados Letrados Civiles, a lo que se sumó un equipo de peritos 
asesores contables que asisten a los magistrados en esta materia, cuyos cargos se crearon por transformación, 
con costo presupuestal, para atender esta necesidad del servicio. Desde el año 2002 se crearon cuatro 
Juzgados de Conciliación en Montevideo con categoría de Juzgados de Paz departamentales de la capital, por 
transformaciones de Juzgados de Paz rurales y de un Juzgado de Faltas de la capital, con los consiguientes 
costos presupuestales de retribución y funcionamiento de los mismos. Desde el mes de julio de 2002 el Poder 
Judicial debió instrumentar la aplicación de la Ley N* 17.514, que regula la atención de asuntos en materia de 


violencia doméstica, inclusive con competencias de urgencia en los Juzgados con competencia en materia de 
familia de todo el país, por lo cual se hizo necesaria la apertura de sedes en fines de semana y feriados, con 
los consiguientes costos por horas extras, viáticos, traslados y subrogaciones de funcionarios de Juzgados, 
Defensorías de Oficio y peritos del Instituto Técnico Forense. 


Para atender estos nuevos servicios no se otorgó partida presupuestal alguna. Por el contrario, se redujo su 
presupuesto al establecer en el artículo 31 de la Ley_N* 17.296 que la erogación resultante del cumplimiento 
de sentencias judiciales, laudos arbitrales o situaciones derivadas del artículo 24 de la Constitución de la 
República, se atenderá con cargo a los créditos del organismo al cual la condena le ha atribuido 
responsabilidad. 


Asimismo, por la última Rendición de Cuentas, correspondiente al año 2001, se estableció el abatimiento de 
los créditos de gastos de funcionamiento en un 8%, incluidos los arrendamientos y suministros oficiales, y de 
un 28% sobre las inversiones, que además sufrieron los efectos de la devaluación de la moneda nacional. 


Por otra parte, con el objetivo de alinearse en el proceso de la reforma de la Administración del Estado que ha 
impulsado el Poder Ejecutivo, el Poder Judicial se comprometió en el año 2000 a ejecutar un amplio grupo de 
planes operativos de modernización, que se están llevando a cabo en el programa de fortalecimiento del 
sistema judicial uruguayo; pero está enfrentando desde el año 2002 serias dificultades para llevar adelante las 
actividades previstas, aun cuando estas han sido reducidas o eliminadas en algunos casos, dado que el 
contrato de préstamo firmado por el Poder Ejecutivo establece su ejecución en el presente quinquenio por un 
monto en dólares americanos, que no fue acompasado en el Presupuesto quinquenal vigente con la partida 
presupuestal correspondiente. Se asignó un monto presupuestal anual en pesos y, con la devaluación de la 
moneda nacional producida desde el 1” de enero de 2000 a la fecha y el abatimiento de los créditos de 
inversiones, dicho monto se redujo a la cuarta parte de lo proyectado en el año 2000. 


A todo lo expuesto se suma el incremento real de la demanda de servicios de Justicia que ha debido atender 
este Poder con serias carencias de recursos materiales, pues si comparamos a nivel nacional la evolución 
desde el año 1994 hasta el año 2002, veremos que se presentó un aumento del 27%. Si comparamos, por 
ejemplo, en los Tribunales de Apelaciones en materia de trabajo, desde el año 1996 hasta el año 2002 la 
cantidad de demandas se incrementó en un 79%; a nivel de los Juzgados Letrados de Familia de la capital, 
desde el año 1994 hasta el año 2002 se incrementó en un 32%. En Juzgados Letrados Civiles de la capital, en 
igual período, aumentó en un 140% y en Juzgados Letrados del interior, que atienden la totalidad de materias 
relacionadas con el CGP, la demanda creció un 59% desde 1994, según luce en los cuadros adjuntos a este 
proyecto como indicadores, donde se detalla la evolución de asuntos iniciados por año a nivel nacional, según 
materia, naturaleza de la sede y zona geográfica. 


Consideramos, entonces, que un Poder Judicial confiable, eficaz y eficiente, produce un efecto positivo sobre 
la actividad económica de un país, ya que brinda las garantías necesarias para el retorno de una inversión 
rentable y disminuye los costos de la inversión debidos al riesgo asumido. Por ello se está realizando un 
esfuerzo para el mejoramiento de su organización, pero se encuentra aún sin las herramientas necesarias para 
lograr una administración de Justicia más eficiente y flexible y menos burocratizada. 


Con estas palabras, la Suprema Corte de Justicia alberga la esperanza cierta de que los requerimientos y 
propuestas incluidos en el presente Mensaje sean recibidos y plasmados en un texto como iniciativa del Poder 
Ejecutivo, en beneficio de la administración de Justicia, quedando a disposición para analizar los temas que 
se consideren pertinentes. 


SEÑOR ABDALA.- Sería una insensatez de mi parte requerir cifras definitivas, pero me gustaría tener 
noticia no tanto de los porcentajes -que son muy válidos y los tomo en cuenta- sino de los promedios de 
asuntos que en los diversos juzgados se están en alguna medida procesando. Me parece que es aun más 
grave la situación cuando uno tiene los universos definitivos de la cantidad de asuntos que se están 
procesando en ese ámbito. Si tienen esos datos allí, sería estupendo conocerlos. 


SEÑORA GONNET.- Como expresó el doctor Parga, los asuntos están por Juzgados Letrados. En el 
día de hoy o mañana, podremos alcanzar un cuadro con los promedios por Juzgado; en este momento 
no los tengo aquí, pero los podremos enviar. 


SEÑOR ABDALA.- Entonces, esa es una primera reflexión. Lo agradezco; en el día de mañana o 
pasado mañana, lo recibiremos con muy buen talante. 


La segunda inquietud es la siguiente. ¿Cómo ha estado funcionando hasta ahora esa cooperación o 
emprendimiento que tenemos en el Poder Judicial con el Banco Interamericano de Desarrollo? ¿Cuál es el 
monto que reviste la operación? ¿Cuáles son los objetivos finales? Y me parece importante saber cuáles son 
los operadores que están llevando adelante esa gestión. 


SEÑOR MÉNDEZ.- La cifra total del préstamo es de US$ 8:750.000. Por supuesto, hemos tenido una 
dificultad en cuanto a la utilización de la totalidad de ese préstamo -no estamos ni cerca de esa cifra- en 
razón del problema que surgió en el país, sobre todo el año pasado, con la contraparte nacional. El 
préstamo conlleva que un 30% deba ser contraparte nacional y que, además, se deba tomar de nuestro 
cupo financiero, que hasta abril de este año estaba muy disminuido, no solo a partir de los 
abatimientos ocurridos en gastos e inversiones el año pasado sino por una razón de hecho: porque el 
Ministerio de Economía y Finanzas no nos entregaba el cupo financiero total. Ello se logró cambiar -es 
bueno señalarlo- a partir de una conversación que el Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
doctor Parga, mantuvo con el señor Ministro de Economía y Finanzas, doctor Atchugarry; a partir de 
allí se delegó en este Director General y en el del Ministerio de Economía y Finanzas el tratamiento de 
estos temas. Finalmente, se resolvió favorablemente para el Poder Judicial en cuanto a la entrega 
íntegra del cupo financiero que nos corresponde. No obstante, ello no nos soluciona el problema 
presupuestal; sí el de cupo de caja. Desde ese cupo hay que tomar la contraparte nacional porque no se 
nos ha habilitado una partida especial para ello. 


En consecuencia -creo que a este asunto apunta la pregunta del señor Diputado Abdala-, se ha venido 
ejecutando poco por una razón que es ajena a la voluntad de cumplimiento de este contrato del Poder 
Judicial. Nosotros lo consideramos muy positivo para el Poder Judicial porque no solo nos va a aportar 
conocimiento sino también, en menor medida, algo de equipamiento, es decir, algo de hardware. Por un lado, 
tenemos el software, que está en proceso de licitación, con alguna otra alternativa que la Corte está 
manejando conjuntamente con el BID y, a partir de allí, una vez instalado el sistema de gestión en los 
Juzgados piloto, trataremos de extender esto por la vía de la informatización total del Poder Judicial, algo de 
lo que aún estamos lejos. O sea que es una herramienta muy válida, pero hemos tenido dificultades para 
llevarla adelante, en el fondo, por carencia de recursos; no pasa por otro lado. Es bueno destacar que tanto a 
nivel del BID como de los consultores, de las autoridades de línea del Poder Judicial y, naturalmente, desde 
la Suprema Corte de Justicia, hay un compromiso de llevar adelante y a buen término este contrato de 
préstamo. 


No sé si esto satisface la inquietud del señor Diputado Abdala. 


SEÑOR ABDALA.- No, porque estoy preguntando sobre el porcentaje de ejecución. Me gustaría que 
se me diera una idea sobre el porcentaje de ejecución. 


SEÑORA GONNET.- Como destacó el doctor Parga en su discurso inicial, el problema que tenemos 
con el préstamo es que el crédito presupuestal que se habilitó en el Presupuesto quinquenal está en 
pesos; el Ejecutivo firmó el préstamo con el BID en dólares, pero la ejecución presupuestal tiene un 
tope, que es en pesos. Con la devaluación de la moneda, este préstamo se redujo a la cuarta parte y no 
alcanzamos ni siquiera los niveles que se habían proyectado, por ejemplo, para hacer la licitación, que 
es el proyecto más importante. 


El programa se compone de tres proyectos: uno de mejoramiento de los servicios administrativos, otro de los 
servicios de la Suprema Corte de Justicia y el más importante, que es el de los servicios de los Tribunales, 
que comprende a todos los Juzgados del país. El componente principal de ese tercer proyecto es el desarrollo 
informático de un sistema de gestión, que sería aplicable a todos los Juzgados del país. Estamos en riesgo de 
no poder lograr la totalidad de ese proyecto por falta de crédito; no por falta de préstamo sino por falta de 
crédito disponible. 


SEÑOR ABDALA.- Trabajemos con buena voluntad y no importa si no es hoy -no tiene por qué ser 
hoy-, pero, en todo caso, solicito que nos remitan la información. 


SEÑOR PARGA.- La Suprema Corte de Justicia se compromete a remitir toda la información 
requerida por el señor Diputado con respecto al funcionamiento del programa de mejoramiento del 
sistema judicial uruguayo. 


SEÑOR ABDALA.- Lo único que voy a pedir, porque después es realmente difícil -lo digo con una 
sinceridad que, a veces, no se tiene aquí dentro-, es que nos lo manden la información lo más aclarada 
posible, porque muchas veces es de una complejidad descomunal y uno termina tratando de 
desencriptar algo que es ininteligible. 


En realidad, lo único que quiero saber -sé que no hay responsabilidad del Poder Judicial; lo aclaro porque no 
estoy acá catonianamente molestando-, francamente, es cuánto se ha ejecutado de ese programa, cuánto ha 
quedado trancado, cuál es el cupo financiero y cuáles son las dificultades que han tenido, porque lo considero 
un instrumento valioso, sobre todo, como se reseñaba, a nivel de aporte técnico. Si podemos informatizar 
algo del Poder Judicial, ¡caramba!, estaríamos dando un salto bastante importante. Esa es la intención; me 
reviste, absolutamente, buena voluntad. 


SEÑOR PARGA.- Evidentemente, en cierto sentido, ingresaríamos a una etapa primordial en lo que 
tiene que ver con el funcionamiento del Poder Judicial en toda su intensidad. 


SEÑOR PANDOLFO.- Estamos observando los números que hacen a la participación del Poder 
Judicial en el gasto público, en el PBI, y advertimos que realmente son bastante exiguos. En los gastos 
de funcionamiento tiene un 0,36% y en los de inversión tiene un 0,01%. 


En los Gastos de Funcionamiento de Ejecución Presupuestal vemos que el Inciso ejecutó el 98,6% del total 
de la dotación definitiva de gastos de funcionamiento, lo que implica que no se cumplió con la disposición 
que ponía topes de no ejecución, lo que está contenido en el artículo 1 de la Ley N* 17.556 de la Rendición 
de Cuentas de 2001. Los montos expuestos en la foja 55 del informe concuerdan con lo informado por la 
Contaduría General de la Nación. En inversiones, no se aplican los topes impuestos por el Poder Ejecutivo 
según el Decreto N* 55/002, por ser un organismo del 220. Se ejecuta el 66,3% de la asignación original, 
abatida con las limitaciones legales específicas referidas en el artículo 619 de la Ley N* 17.296, que fueron el 
9% y el 18% respectivamente. Llama la atención que los porcentajes de no ejecución son extremadamente 
altos, especialmente en los proyectos de adquisición, el 701, adquisición de bienes muebles y equipamiento y 
702, adquisición, construcción y refacción de inmuebles, donde se ejecuta el 9,9% y el 30,5%, 
respectivamente. 


Asimismo, el Poder Judicial ejecutó un 47% más en el año 2002 con respecto al 2001, cuando el monto total 
de inversiones de todos los Incisos disminuyó un 22,5%. 


En el Capítulo de Metas y Objetivos, vemos que ni siquiera hay un enunciado al respecto del Poder Judicial. 


En el informe presentado por el Inciso, en la parte de Indicadores de gestión de 2002, se muestra la cantidad 
de asuntos iniciados por año, y se advierte un reducido aumento de un 3% en el año 2002 con respecto al 
2001, pero hubo un aumento casi del 30% con relación al 2000, lo que revela un aumento importante de la 
actividad. 


No sé si a lo que se refería el señor Diputado Abdala -quien ahora no se encuentra en Sala- es lo que aparece 
a partir de la página 43, donde figuran los asuntos iniciados por tipo de sede, según departamento; no sé si es 
esa la información que se solicitó. 


En el proyecto del Poder Judicial se proponen aumentos fundamentalmente relacionados con tres items, y 
queremos saber si los costeos son aceptados, de acuerdo con lo que tenemos aquí 


El artículo 3" refiere a la cuota mutual para todos los funcionarios, la cual tendría un costo de $ 30:793.570; 
el artículo 4” refiere al aumento de la compensación por asiduidad, del 10% al 15%, lo que tendría un costo 
de aproximadamente $ 16:000.000; el artículo 5% alude a la compensación por alimentación, la que tendría un 
costo de $ 102:000.000. Entonces, el total del incremento de retribuciones y cargas sociales sería de 
aproximadamente $ 150:000.000, o sea, un 21% de lo ejecutado por retribuciones en el año 2002. 


En el Capítulo Il, de "Gastos e Inversiones" se incluye un artículo y quisiera saber de qué se trata, ya que no 
tengo la posibilidad de estar informado sobre el tema. Me refiero al que dice que el Poder Judicial solicita 
que se le exima de pagar los costos de su responsabilidad por fallos erróneos. 


En el artículo 8” se hace una solicitud de $ 24:000.000 para el edificio de Plaza Cagancha y queremos que se 
fundamente. Se aduce que no se pudo hacer por la limitación en los topes, pero la rebaja de estos nos llega a 
$ 2:000.000; por lo tanto, esto supera ampliamente lo establecido en esos topes. 


Posteriormente, en los artículos 9% y 10, el Poder Judicial argumenta solicitudes basadas en los nuevos 
juzgados, pero no se suministran datos de los gastos previstos. 


El artículo 11 se refiere al sistema de fortalecimiento del Poder Judicial, y la contraparte, de unos 
$ 77:000.000, tiene que ser aportada por el presupuesto del año 2002. 


Con respecto al Capítulo III, "Creación y Transformación de Cargos", quisiéramos saber cómo queda la 
nueva estructura relacionada con los nuevos Tribunales, para poder analizar las modificaciones formando 
parte del total del Inciso. 


Por otra parte, el costo de los artículos que van del 12 al 15 es de $ 16:344.000, o sea, el 2,3% del total de 
retribuciones pagas en el año 2002. 


Los artículos 16 y 17 crean un tributo relativo a información registral, cuya recaudación anual se estima en 

$ 21:000.000. Hace pocas semanas tratamos en la Comisión de Hacienda un proyecto presentado por el señor 
Diputado Scavarelli, ocasión en la que se argumentó que a través de tributos se podía dificultar o encarecer el 
acceso a la justicia. Aquí también se crea un nuevo tributo; entendemos que es perjudicial para el sistema 
tributario de nuestro país seguir aplicando mini tributos que complican o encarecen aún más el acceso a la 
justicia. 


SEÑOR PARGA.- La contadora Gonnet puede brindar la información requerida por el señor 
Diputado Pandolfo. 


SEÑORA GONNET.- Con respecto a los topes de ejecución, quería explicar cómo funcionó este sistema 
en el año 2002. Los abatimientos fueron aplicados al Poder Judicial, igual que a todos los Incisos de la 
Administración Central. Se aplicó un 8% sobre gastos, incluidos los suministros y los arrendamientos, 
que ya tienen un contrato y por los cuales se debió pagar el 100%. Por lo tanto, el Poder Judicial tuvo 
que pagar el costo del 8% con su partida general de gastos. Además, se aplicó un 19% adicional al 9% 
que está establecido en el artículo 619 de la Ley_de Presupuestos. O sea que el total del abatimiento de 
la partida fue de un 28%, que significó en inversiones aproximadamente $ 6:000.000. 


El sistema que aplicó el Ministerio de Economía y Finanzas fue el de poner topes de ejecución. Como esta 
Rendición de Cuentas había salido en el mes de octubre del año pasado y los Incisos ya habían ejecutado 
parte de las partidas, al igual que el Poder Judicial, se pusieron topes de ejecución. Se aplicó un método 
bastante complicado en la contabilidad, porque a nosotros se nos impedía ingresar más gastos al sistema a 
pesar de que parecía que el 100% del crédito estaba disponible. Quiere decir que los abatimientos fueron 
aplicados; aproximadamente en gastos de funcionamiento fueron $ 12:000.000 y en inversiones nos 
detrajeron $ 19:000.000. Lo que pudo ejecutar el Poder Judicial fue sobre el crédito disponible luego del 
abatimiento y, a su vez, logró un porcentaje menor de ejecución por el problema financiero a que hizo 
referencia el señor Director General. Es decir que por todo el problema económico que tuvo el país el año 
pasado, el crédito disponible no estaba acompasado con el cupo financiero que se le entregaba al Poder 
Judicial para pagar a los proveedores. Por ejemplo, en inversiones, hay que hacer adelantos a las empresas 
constructoras para avanzar en las obras, pero si no se tiene ese cupo financiero no se pueden hacer adelantos. 
Por lo tanto, el crédito no pudo ser ejecutado en su totalidad -como había pensado el Poder Judicial-, por la 
falta de cupo financiero; eso hizo ejecutar porcentajes menores. 


Si los señores Diputados analizan la historia del Poder Judicial, podrán observar que normalmente ejecuta 
entre el 97% y el 99% de su presupuesto, porque es tan exiguo y tiene tantas sedes que atender que es 
imposible que con una partida de funcionamiento e inversiones como la que tiene se atiendan todas sus 


necesidades de funcionamiento. De todos modos, siempre tratamos de lograr la mejor gestión posible y 
ejecutamos dentro de lo que disponemos la mayor cantidad. 


Quiero recalcar que los abatimientos fueron aplicados, al igual que este año; no solo no tuvimos ningún 
reajuste de créditos, sino que, además, estos fueron abatidos. Por lo tanto, en términos reales tenemos un 
presupuesto bastante menor. 


Con respecto a la asignación del presupuesto del Gobierno Central, actualmente tenemos un 1,15%, cuando 
llegamos a tener un 1,40%, y ejecutamos el 1,38%. 


SEÑOR PANDOLFO.- Nosotros creíamos que no se aplicaban los topes de ejecución en inversiones 
pero, aparentemente, no es así. 


SEÑOR PONCE DE LEON.-. Quería que se precisara un poco más este concepto. 


Todos sabemos que a la asignación presupuestal, luego, por la vía de los decretos y de la propia ley, se le 
establecieron topes de ejecución, que son menores que los créditos. De todas maneras, en este caso, a 
diferencia de otros años, lo que se encuentra efectivamente es que -dentro de los topes- la ejecución es como 
un 30% menos que los topes. Si no entendí mal, lo que la contadora está diciendo es que dentro de esos topes, 
a su vez, lo que se habilitaba efectivamente de recursos era sustancialmente menor y eso impidió ejecutar. 
¿Entiendo bien? La razón de la pregunta es la siguiente. La contadora habla de qué porcentajes se asignaban 
y demás, pero lo cierto es que el porcentaje de lo ejecutado, dentro de los topes, es menor que en otros 
incisos. ¿Esto tiene que ver con la historia? Sé que hay atrasos presupuestales; ¿esto tiene que ver con la 
correlación con otros Ejercicios? Cuando se habla de dificultades con los proveedores, ¿significa que, tal 
como se ha manifestado en algún caso, se mantiene un nivel de endeudamiento por obras o suministros que 
corresponden, ya no al año 2002 sino, inclusive, al 2001? Me gustaría terminar de entender esto. 


SEÑORA GONNET.- Es exactamente lo que usted estaba diciendo. Tenemos un crédito presupuestal 
que nos habilita a gastar, supongamos, $ 100:000.000; sin embargo, el cupo financiero que otorga el 
Tesoro Nacional mensualmente es mucho menor. Eso impide ejecutar, porque se va generando una 
deuda con los proveedores, que hace que no se presenten a las licitaciones, o que cuando lo hacen, 
coticen a precios que no podemos pagar 


Actualmente, tenemos una deuda cercana a $ 90:000.000. Todavía tenemos una deuda de $ 1:800.000 del año 
2001, por compra de insumos como por ejemplo papel, y tenemos pagados los arrendamientos hasta febrero 
de 2003. O sea que esa deuda de $ 90:000.000 tiene una parte que corresponde al año 2001, otra al año 2002 
y algo al año 2003, porque recién a partir de marzo de este año, de acuerdo con conversaciones que 
mantuvimos con el Ministerio de Economía y Finanzas, logramos que ese cupo financiero que se otorga 
mensualmente para pago a los proveedores se acompasara con el duodécimo del Presupuesto. Quiere decir 
que recién ahora estamos logrando cubrir algo de esa deuda atrasada. Eso fue lo que nos impidió ejecutar el 
100% de los créditos abatidos. 


SEÑOR MÉNDEZ.- Creo que quedó claro, pero por las dudas voy a hacer una apreciación para ver si 
respondemos lo que preguntaba el señor Diputado. 


No solo hubo un tope para la ejecución sino que luego, de hecho, hubo otro recorte por la vía del cupo 
financiero. Es decir que no se nos permitió ejecutar, no ya lo que estaba previsto presupuestalmente, sino 
tampoco lo que estaba topeado en función de la disponibilidad de ese cupo de caja. Creo que el señor 
Diputado quería de nosotros esta concreción, y sí, efectivamente es así. Es una especie de recorte en dos 
veces: primero, por la vía del abatimiento legal y luego por la vía de hecho, de entregar menos cupo 
financiero para los compromisos que el Poder Judicial tiene; eso implicó que no pudimos llegar siquiera a los 
topes de ejecución. 


Lo que estamos haciendo hoy es no generar nuevo endeudamiento. Con la situación actual del cupo 
financiero hemos logrado estabilizar los gastos que vamos generando mes a mes y no generar nuevo 
endeudamiento, pero aún no podemos atacar el pago de la deuda generada. Lo estamos haciendo en muy 
menor medida, con algún pequeño sobrante que a veces logramos obtener del cupo financiero, que hoy es 


total -total, pero recortado, por cierto; no es el que teníamos por la Ley de Presupuesto de este período de 
Gobierno-, pero no hemos podido atacar el endeudamiento. Eso será difícil si no tenemos algún cupo 
adicional, inclusive por la vía de este decreto al que pueden acogerse los proveedores. Hemos insistido 
fuertemente -es bueno que el Parlamento lo tenga presente- para que nuestros proveedores se acogieran al 
decreto que el Poder Ejecutivo dictó procurando atacar el endeudamiento del Estado. Hemos logrado que 
algunos lo hicieran, pero no todos, porque si bien a las empresas les puede servir que les den papeles para 
pagar deudas con la DGI, no basta, porque necesitan efectivo para el funcionamiento de la empresa. Por lo 
tanto, no hemos logrado que se acojan todos, ni por el total de la deuda. 


SEÑOR PANDOLFO.- No encontramos un enunciado de metas y objetivos, por más que se constata en 
los indicadores de gestión un aumento de actividad muy importante, sobre todo en relación con el año 
2001. Queremos saber si se puede conocer en forma verbal algún enunciado de las metas y objetivos 
del Poder Judicial, según esta evaluación que aparece en el Inciso. 


SEÑORA GONNET.- No hay un enunciado de metas y objetivos porque en eso está trabajando el 
Poder Judicial en el marco del programa de fortalecimiento. En este momento tenemos un plan con un 
enunciado de metas y objetivos que está en la etapa de difusión interna, que no se incorporó a esta 
Rendición de Cuentas porque aún no estaba aprobado. Si ustedes recuerdan, el proyecto de 
presupuesto quinquenal que presentó la Corte en el año 2000 sí tenía un enunciado de metas y 
objetivos con un plan quinquenal, con plan de gestiones anuales, pero como no fue aprobado en el 
Parlamento se tuvo que rehacer. Los fondos vinieron con el programa de fortalecimiento y se comenzó 
a trabajar en el año 2002, con las dificultades que hemos mencionado por todo el problema financiero. 
Recién este año tendríamos pronto un enunciado de metas y objetivos, y se están construyendo los 
indicadores para medirlos. No consideramos pertinente incorporarlo porque era un borrador. Hemos 
trabajado muchísimo con el CEPRE en este sentido, porque tenemos dificultades por los pocos 
sistemas internos informáticos que tenemos para lograr construir indicadores válidos. Los indicadores 
que estamos construyendo están en este proyecto de Rendición de Cuentas y por supuesto que a nivel 
de asuntos jurisdiccionales tenemos un anuario judicial que tiene todos los indicadores. 


El cuadro del apartado D), que se mencionó aquí, no tiene los asuntos promedio por Juzgado, que era lo que 
pedía el señor Diputado Abdala y por eso le dijimos que se lo alcanzaríamos después. Se trata del total de 
asuntos y está distribuido por departamentos, por categorías, pero no tiene asuntos promedio por Juzgado. 


SEÑOR MÉNDEZ.- Voy a tomar a consideración algunos de los artículos, quizás no en el orden en que 
fueron mencionados por el señor Diputado, y luego la contadora Gonnet contestaría las preguntas 
sobre los otros; por ejemplo, las preguntas relativas a los artículos sobre costeo, preferiría que fueran 
contestados ella. 


El señor Diputado preguntaba qué significaba la excepción que propone el Poder Judicial en el artículo 7%. En 
síntesis, procura que se le exceptúe de la norma que paso a explicar. Hay un tema de responsabilidad 
objetiva. En todos los casos en que una persona procesada es absuelta o condenada a una pena menor a la que 
sufrió como prisión preventiva, tiene derecho a ser indemnizada. No es un problema de error o de 
responsabilidad de otro tipo que no sea la meramente objetiva. El Poder Judicial debe responder, pero no es 
el único partícipe, porque el sistema de Justicia -como corresponde y como por hechos últimos se ha dicho 
relteradamente- también esta integrado por la Fiscalía. En consecuencia, el Fiscal tiene una fuerte 
intervención en ese proceso. Sin embargo, quien paga los costos derivados de los daños y perjuicios es el 
Poder Judicial y no hay una colaboración del Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Educación y Cultura, 
dado que la Fiscalía tiene bastante que ver en este tema. 


SEÑOR VAN ROMPAY.- Corroboro lo que manifiesta el doctor Méndez. En relación con el artículo 7*, 
el señor Diputado Pandolfo en su exposición inicial refirió a que el Poder Judicial por este artículo 
pretendería exonerarse de la responsabilidad por sentencias erróneas. 


SEÑOR PANDOLFO.- No fue ese el sentido de mi pregunta. Planteé una interrogante porque no 
conocía el significado de ese artículo; no es que yo lo considere erróneo. 


SEÑOR VAN ROMPAY.- Creo recordar que utilizó la expresión "sentencias erróneas". 
SEÑOR PANDOLFO.- Eso sí. 


SEÑOR VAN ROMPAY.- Quiero recalcar que no se trata de responsabilidad por sentencias erróneas. 
Aquí, el factor de atribución, en todo caso, es la responsabilidad objetiva. No se responde por culpa ni 
por error inexcusable del Juez, sino porque -y sucede en la práctica judicial- se dictó un auto de 
procesamiento con indicios de verosimilitud de la comisión de un delito que pueden quedar 
desvirtuados en la instrucción sumarial y, en definitiva, recae en una sentencia absolutoria, lo cual no 
significa que el auto de procesamiento se hubiera dictado erróneamente. Quiere decir que el Estado 
responde objetivamente, pero no hay -reitero- ni error inexcusable del Magistrado ni culpa por 
omisión o negligencia; son las situaciones en las que afrontamos desde el presupuesto del Poder 
Judicial las indemnizaciones por prisión indebida. 


SEÑOR PANDOLFO.- Quiero pedir disculpas a la Suprema Corte de Justicia por mi interpretación 
errónea. 


SEÑOR MÉNDEZ.- El doctor Van Rompaey ha sido mucho más claro; yo hablaba de responsabilidad 
objetiva sobre la base de lo que él acaba de señalar. 


En definitiva, es una situación muy especial del Poder Judicial por la cual se solicita lo que, en apariencia, es 
una excepción; en realidad, es tratar diferente a una situación muy diferente que es la que atraviesa el Poder 
Judicial en ese aspecto. 


Quiero que el señor Diputado Pandolfo me corrija si no es así, pero creo que planteaba alguna inquietud 
respecto de la partida establecida en el artículo 8*. 


SEÑOR PANDOLFO.- Es correcto; hice una consulta sobre la partida de $ 24:000.000 para el edificio 
ex Onda. 


SEÑOR MÉNDEZ.- Por la misma razón que venía explicando, no hemos podido ejecutar el crédito 
presupuestal que teníamos para la obra del edificio ex Onda. 


Pedimos esta partida adicional porque este año tenemos la última partida. Como estamos en la situación de 
no poder ejecutar, la obra se ha detenido bastante. Hay un mínimo de actividad y ello se debe, 
fundamentalmente, a que la empresa ha tenido la buena voluntad de mantener esa actividad. Y digo que ha 
tenido buena voluntad porque se le está debiendo todo el año 2002. 


De no ser asignada esta partida adicional, la otra solución que se propondría -porque el año que viene no 
tenemos partida para esa obra- es que se nos exonerara del abatimiento previsto en la última Rendición. 
Entonces, se nos podría permitir continuar con la obra por la vía de la asignación de una nueva partida o bien 
por medio de la exoneración de los abatimientos, sobre todo en inversiones. La razón de la inclusión de este 
artículo es esa. 


En la medida en que el resto de las preguntas tienen que ver, más que nada, con costeos y cifras, cedemos la 
palabra a la contadora Gonnet. 


SEÑORA GONNET.- Se nos había consultado sobre el artículo relativo a seguros de salud, sobre el 
aumento de la compensación a la asiduidad y sobre los viáticos por alimentación. Por supuesto que 
todos son costos estimados en función de la cantidad de funcionarios que tenía el Poder Judicial al 31 
de mayo de este año y también teniendo en cuenta el criterio de tomar la cuota mutual que fija el 
Banco de Previsión Social para los afiliados a DISSE. De esa forma se descontó lo que actualmente 
percibe el Poder Judicial. Aquellos funcionarios que ganan menos de tres salarios mínimos cobran una 
cuota mínima en su salario. Eso se descontaría porque al pasar a un seguro de salud general, ese 
sistema quedaría derogado para el Poder Judicial. Según el artículo 3” que figura en la página 29, eso 
lleva a que el seguro de salud tendría un costo adicional anual de $ 30:793.570. 


Con respecto a la compensación a la asiduidad, cabe decir que es una retribución que actualmente se paga a 
los funcionarios judiciales de los escalafones que van desde el técnico al auxiliar -no está incluido el 
escalafón de magistrados- y por ese concepto se cobra mensualmente un 10% de todas las retribuciones fijas 
si el funcionario no registra faltas. Es un sistema que funciona, que incentiva el cumplimiento y se pide un 
incremento de porcentaje, del 10% al 15%. Eso tiene un costo adicional anual -actualmente tenemos una 
partida para el pago de ese 10%- que asciende a $ 16:237.626. Esto también está calculado en función de la 
cantidad de funcionarios que actualmente tiene el Poder Judicial. 


En cuanto a la compensación por alimentación, es un viático que actualmente está en $ 531; se está cobrando 
desde el año 2001 y se incluyó en la nueva Ley de Presupuesto quinquenal. Es una partida fija que se 
distribuye entre la cantidad de funcionarios. Promedialmente, se ha cobrado el año pasado entre $ 525 y 

$ 531. Lo que se pretende es llevar esta cifra a la que cobran los funcionarios de los entes autónomos que es 
de $ 2.061. Haciendo la diferencia con respecto a lo que se cobra actualmente, llegamos a un costo adicional 
de $ 101:631.125. 


Quería agregar algo más con respecto al artículo 7”, referido a los costos de las sentencias. Actualmente, con 
la nueva ley presupuestal, el costo anual de las sentencias que paga el Poder Judicial es de $ 2:900.000 
aproximadamente. 


Por otra parte, los artículos 9” y 10* están proyectados en función de las creaciones del nuevo tribunal de 
trabajo y los juzgados de familia. Allí se calcularon los costos de funcionamiento que tendrían esos nuevos 
juzgados y el nuevo tribunal. Son costos anuales, adicionales al presupuesto actual del Poder Judicial. 
Tenemos cuadros en los que se pueden desglosar el costo por tribunales y por juzgados de familia. 


Con respecto a los costos por creaciones de cargo -están en el Capítulo II! "De creaciones y 
transformaciones", que va del artículo12 a 15-, también están referidos a las creaciones de los Juzgados de 
Familia y del Tribunal de Apelaciones de Trabajo. Los señores Diputados verán que hay dos fechas para 
empezar a funcionar, el 1” de enero y el 1? de octubre. Eso se hizo porque la instalación lleva un tiempo y los 
costos asociados van a estar en función del tiempo en que estén abiertos estos juzgados. 


De los costos totales que aparecen en el proyecto, se puede desglosar lo que corresponde a tribunales de 
familia y a tribunales de trabajo. 


En cuanto a los artículos 16 y 17, que corresponden a fondos propios, queríamos hacer una aclaración: no es 
un timbre que esté gravando los asuntos que se presenten ante los tribunales sino que está referido a la 
actividad que lleva a cabo la Inspección General de Registros Notariales, que está ubicada dentro del Poder 
Judicial. Son actos de contenido patrimonial; se trata de expedición de certificados de testamento y de otras 
actividades que refieren a particulares, que tienen contenido patrimonial. Esto se presentó como una fuente 
de recaudación para aliviar el costo que pedimos a fin de mejorar los servicios. 


SEÑOR PANDOLFO.- Agradezco toda la información aportada. 


Hacía referencia a este último punto porque durante el tratamiento de esa ley recibimos visitas de varias 
autoridades del Colegio de Abogados y todos hablaban del encarecimiento del acceso a la justicia como un 
tema importante a considerar. 


Quería decir que todo el análisis que hicimos está fundado en el hecho de que queremos apoyar todo lo que 
implique el fortalecimiento del Poder Judicial a fin de que no sea tratado como un Inciso más del Estado sino 
como un Poder fundamental e independiente. En ese sentido, estamos totalmente de acuerdo con las 
reivindicaciones solicitadas por el Poder Judicial y les agradezco mucho toda la información brindada. 


SEÑOR CONDE.- He seguido atentamente el tratamiento de las cuestiones presupuestales y no voy a 
insistir en esos puntos; además, el señor Diputado Pandolfo ya realizó algunos comentarios generales 
en cuanto a que, básicamente, estamos de acuerdo con que existe una clara insuficiencia de recursos 
para el funcionamiento normal del Poder Judicial en el Uruguay. Algunas de las delegaciones que nos 
visitaron la semana anterior -Asociación de Magistrados del Uruguay, Asociación de Actuarios, 
Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay y la Asociación de Funcionarios Judiciales del 
Uruguay- coincidieron unánimemente en este juicio. Inclusive, algunas utilizaron una calificación que 


nos llamó mucho la atención: dijeron que si el Poder Judicial no recibía refuerzos financieros para su 
funcionamiento, se encaminaría en forma inmediata a una situación de precolapso. Esto nos ha dejado 
absolutamente preocupados. 


Hemos observado que si bien la mayoría de los artículos del presupuesto que envía la Suprema Corte de 
Justicia no tienen costo y deberían ser aprobados porque son necesarios para el funcionamiento del sistema, 
el conjunto de los que sí lo tienen representa una suma de $ 273:000.000, de los que $ 54:000.000 provienen 
de financiamiento externo. Se estima que, de aprobarse el nuevo ingreso que la Suprema Corte pide, por estas 
tasas se recaudarían unos $ 22:000.000. De modo que se está pidiendo al Estado un financiamiento adicional 
de alrededor de $ 200:000.000 al año; estamos hablando de US$ 6:000.000 en un presupuesto cercano a los 
US$ 3.000:000.000. 


Creo que debería hacerse el esfuerzo de aprobar estas normas. Me hago cargo, inclusive, de que de esos 

$ 200:000.000, más de $ 100:000.000 corresponden a mejoras que por distintas partidas se hacen llegar a los 
funcionarios del Poder Judicial que -como ellos mismos dijeron en su visita a esta Comisión- están ganando 
sueldos de hambre, y quiero dejar expresa constancia de que comparto esa afirmación. 


Hechos estos comentarios generales y para no reiterar temas presupuestales que ya fueron tratados, 
consultaría a los señores Ministros sobre un viejo tema respecto del que su opinión servirá de referencia para 
nuestro futuro accionar, porque creo que deberíamos intentar tomar alguna iniciativa al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado pasó la cifra solicitada a dólares y a fojas 35 del Anexo XI 
del presupuesto remitido, en el resumen de costos, se aclara que las cifras en pesos están a valores del 
1” de enero de 2002; por ende, el cálculo en dólares debe rondar los US$ 10:000.000, no los 
US$ 6:000.000. Le hago la aclaración para que en la versión taquigráfica no quede registrada una cifra 
en dólares distinta de la que efectivamente se cita en el presupuesto presentado. 


SEÑOR CONDE.- De acuerdo, señor Presidente. 


Voy a hacer un comentario muy concreto sobre la situación de los Defensores de Oficio y Procuradores que 
se han estado desempeñando en función de las transformaciones de cargos que se realizaron en las 
Rendiciones de Cuentas de 1996 y de 2000 y de la sentencia de inconstitucionalidad que recayó después 
sobre estas transformaciones de cargos. 


En los resultandos del planteo de la acción de inconstitucionalidad se establece que en cuanto al tema de 
fondo se refirió a la inconstitucionalidad desde el punto de vista formal -eso dice el redactor, haciendo 
mención a la presentación del recurso que hizo el doctor Juan Mariño- por haber recorrido la norma legal en 
su proceso de formación un camino no establecido en la Constitución de la República, y se detalla ese 
proceso. Luego, se dice que se reclamó, además, la inconstitucionalidad por razones de contenido; según el 
introductorio, la norma atacada viola dos disposiciones de la Constitución: el artículo 239 y el artículo 8” del 
texto vigente. El primero en cuanto a que, por medio de la transformación de cargos administrativos en 
cargos de Defensor de Oficio Adjunto y Procurador, viene a violentar la independencia del Poder Judicial 
para la designación de sus técnicos y funcionarios. Se fundamenta que la ley presupuestal puede crear cargos 
nuevos, etcétera, y luego se cuestiona su constitucionalidad por violar el principio de igualdad ante la ley, 
desde el momento en que hace referencia a transformación de cargos para el departamento de Montevideo y 
no comprende a los del interior del país. 


De cualquier manera, entendemos que esta situación, que ya lleva más de diez años, supone una cuestión 
elemental de derechos adquiridos de los funcionarios. Por otro lado, en virtud de los fundamentos expresados 
aquí por los Ministros y por los que vienen escritos en el articulado, tenemos noticia de la necesidad 
funcional de este personal. Sin embargo, su situación es irregular y precaria, lo que no es bueno para el Poder 
Judicial ni para los propios funcionarios. 


Obviamente, la sentencia hizo lugar a la inconstitucionalidad por la que fue atacada la norma y eso es 
inobjetable; ni siquiera me aproximo a cuestionar eso. Lo cierto es que, aunque en este caso la Suprema Corte 
de Justicia reivindica su derecho exclusivo a determinar esta transformación de cargos, no hay ningún 
mensaje para que estos sean transformados. En cumplimiento de nuestra función legislativa, por medio de 
alguna comunicación al Poder Ejecutivo, podríamos intentar que éste tomara la iniciativa para esta 


transformación, que enviara un mensaje en ese sentido, etcétera; de ese modo, salvaríamos la formalidad del 
proceso. Pero quisiera conocer la opinión actual de los señores Ministros a efectos de saber si están de 
acuerdo con mantener esta transformación de cargos por necesidades funcionales y de conocer cuál es la 
situación actual desde el punto de vista funcional de los Defensores de Oficio y Procuradores a los que 
hacemos referencia. 


SEÑOR MÉNDEZ.- No sé si entendí bien al señor Diputado. La intención de la Corte -a mi juicio, 
correctamente plasmada en este mensaje- es proceder a la transformación, porque el artículo 23 
establece concretamente: '"Transfórmase en Defensores de Oficio Adjuntos en lo Penal a los 
funcionarios administrativos con título habilitante de Abogado y que revisten prestando funciones en 
la Defensoría de Oficio en lo Penal, al 30 de agosto de 1995, quienes tendrán incompatilidad para el 
ejercicio profesional en la materia referida. [...]'. El artículo continúa, pero -como bien señalaba el 
señor Diputado, porque hay una situación de hecho creada- hay una clara intención de la Corte de 
reivindicar lo que formalmente fue una inconstitucionalidad, porque los cargos se transforman sin 
mensaje de ninguno de los dos órganos habilitados para ello, que son el Poder Ejecutivo y el Poder 
Judicial. Luego, salvada la instancia y reivindicado por la Suprema Corte de Justicia que, en su 
génesis, esto fue y es inconstitucional por las razones que el señor Diputado señalaba, la Corte entiende 
que el servicio y la demanda fueron creciendo y que si bien estos cargos no eran necesarios en aquel 
entonces y por eso el Poder Judicial no los había solicitado, hoy lo son. 


Además, la situación se arrastra desde hace muchos años, lo que -como se señaló- ha ido produciendo 
derechos adquiridos y, si en algún momento ésta se variara, podría generar reclamos de los funcionarios. Por 
lo tanto, es intención de la Suprema Corte de Justicia regularizar una situación de hecho a la luz de que el 
servicio lo requiere; no se trata solo de una cuestión de derechos adquiridos sino de priorizar las necesidades 
del servicio. A esto hay que sumarle que estos funcionarios se vienen desempeñando a satisfacción desde 
hace mucho tiempo. Por todo ello, se solicita la transformación. No tenemos otra vía para hacerlo; no 
podemos hacerlo directamente nosotros porque si bien el Poder Judicial tiene la potestad constitucional y 
legal para transformar algún cargo, no dispone de las economías necesarias; transformar todos estos cargos 
significaría transformar cargos vacantes -que no tenemos- para pagar el costo que esta creación de cargos 
representaría. De todas maneras, necesitamos la solución por la vía legislativa. 


No sé si con esto doy respuesta al planteamiento del señor Diputado; quizás no entendí bien su pregunta. 


SEÑOR CONDE.- El señor Director General de Servicios Administrativos nos ha contestado con 
precisión la pregunta y entonces entiendo que el artículo 23 del mensaje que envía la Suprema Corte de 
Justicia va dirigido a regularizar esta situación, por lo que ella quedaría normalizada si nosotros 
aprobáramos este artículo. 


Me queda solamente una duda que se desprende de las palabras del señor Director, porque tengo entendido 
que esta transformación no implica en el momento actual un aumento del gasto. De modo que si él o la 
señora contadora nos ilustraran al respecto, terminaría por comprender definitivamente el tema. 


SEÑOR MÉNDEZ.- Le asiste razón al señor Diputado; eso no tiene costo porque hoy en día el nivel de 
retribuciones que los funcionarios tienen se está pagando; figura en el Rubro 0 del Presupuesto, 
relativo a Retribuciones Personales del Poder Judicial. Por lo tanto, reitero que no implica costo alguno 
en cuanto a aumento de gasto por la vía de retribuciones personales. Esto está al margen de cualquier 
costo y es una regularización. 


El señor Diputado señalaba el hecho de que todas las asociaciones de funcionarios técnicos y no técnicos del 
Poder Judicial vinieron a defender esta Rendición de Cuentas y, por ello, me gustaría resaltar un aspecto. 
Nuestra Dirección General recibió una directiva de la Suprema Corte de Justicia, que se cumplió cabalmente, 
en el sentido de elaborar un mensaje de consenso. Y tan de consenso fue que, además de reconocer esa razón 
de servicio que le hacía a la Corte pedir esta regularización, implica un gesto -no sé si los Ministros me 
perdonarán que lo diga- que debe ser valorado en toda su dimensión. Porque si bien en un momento la 
Suprema Corte de Justicia gestiona con razón la inconstitucionalidad, hoy, en virtud de las necesidades del 
servicio, está pidiendo que la situación se regularice. Ese es un gesto de la Suprema Corte de Justicia que 


quería destacar, que ha posibilitado el consenso con el que hoy el Poder Judicial está defendiendo esta 
Rendición de Cuentas. 


Quiero señalar un aspecto más con respecto al artículo anterior, el 22, y es que tampoco tiene ningún costo. 
Quiero aventar cualquier tipo de dudas porque como el artículo comienza refiriéndose a la retribución del 
Director General de Defensorías de Oficio, se puede pensar que allí también hay algún costo. A través de esto 
se está procurando hacer lo mismo que con el artículo 23, que es regularizar una situación de hecho que hoy 
está creada, en este caso con una salvedad. Si ustedes observan la exposición de motivos, advertirán que 
cuando se refiere a este artículo expresa: "Sin embargo, el tiempo transcurrido y razones de oportunidad y 
conveniencia, motivan la promoción de la presente iniciativa, difiriendo para la próxima instancia 
presupuestal el tratamiento general del nivel de retribuciones de los diferentes escalafones del Poder 
Judicial". Aquí hay un componente diferente: esa escala de retribuciones distorsionó las retribuciones del 
resto de los cargos técnicos del Poder Judicial. Entonces, la Suprema Corte de Justicia abre un paréntesis 
aquí: regulariza una situación de hecho que también se arrastra desde hace mucho tiempo -que no se pretende 
modificar ahora sino regularizar- y también, de alguna manera, advierte que aspira a tratar en su conjunto el 
nivel de retribuciones de todos sus funcionarios técnicos. 


SEÑOR CONDE.- En el Anexo XI, que luce en la página 35 del mensaje de la Suprema Corte de 
Justicia, hay un cuadro titulado: "Resumen de Costos Adicionales al Presupuesto Quinquenal Vigente 
al 01/01/2003". Entiendo -lo digo a los efectos de discutir luego el articulado- que los artículos que no 
están comprendidos en este cuadro no tienen costo adicional y son los que deberíamos considerar como 
indispensables para el funcionamiento del Poder Judicial, y que los que tienen costo son solamente los 
que están referidos en este cuadro. Si mi interpretación es correcta, adoptaría ese criterio para la 
discusión del articulado. 


SEÑOR PARGA.- Es correcta. 


SEÑOR PANDOLFO.- Quisiera plantear un tema complementario aprovechando la oportunidad de 
tener a la Suprema Corte de Justicia aquí presente. 


Mi inquietud se refiere al tratamiento, a nivel del Poder Judicial, de temas de actualidad vinculados con los 
ilícitos financieros y bancarios. Por lo que tenemos entendido, actualmente los Jueces contratan peritos para 
su asesoramiento, lo que pensamos que hacen con el visto bueno de la Suprema Corte de Justicia. Lo que 
querría saber es si no se está pensando, como un proyecto a futuro, implementar un cuerpo de asesores propio 
de la Suprema Corte de Justicia para no tener que recurrir a la contratación de peritos en cada una de las 
instancias que se presenten. 


SEÑOR MÉNDEZ.- El Poder Judicial -por suerte- cuenta entre sus cuadros funcionales con 
funcionarios técnicos que asesoran a los magistrados de los distintos órdenes que deban intervenir en 
estos temas; cuenta con dos cuerpos -por llamarlos de alguna manera- de contadores que tienen su sede 
física en el Instituto Técnico Forense. Allí ya existía un equipo de contadores que asistía a los distintos 
jueces en todos estos temas y, además, se creó específicamente para los Juzgados de Concurso un 
departamento que tiene siete contadores y un Director que es abogado, a los efectos de complementar 
el derecho y la información técnica que puedan brindar los contadores. Es decir que en ese sentido se 
cuenta con un equipo de asesores que está brindando muy buen apoyo a los distintos magistrados. 


Me acota la contadora Gonnet -es un buen dato de la realidad- que, sin perjuicio de ello, si en alguna 
instancia se requiere cierto tipo de peritaje que no pudiere ser prestado por aquellos que hoy son funcionarios 
del Poder Judicial, los magistrados de hecho designan peritos que, por supuesto, se pagan con cargo a los 
recursos presupuestales que el Poder Judicial tiene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si entendí bien. El señor Diputado Conde preguntó si los 
únicos artículos que tenían un costo eran los que figuraban en el Anexo XI de la página 35, que 
comienza con el artículo 3”, y entendí que el doctor Méndez y la contadora Gonnet respondieron que sí. 
Sin embargo, si observo el artículo 1”, que no figura en el cuadro del Anexo XI, tengo la sensación de 
que tiene un costo. 


SEÑOR MÉNDEZ.- Agradezco la intervención del señor Presidente porque es necesario hacer esa 
aclaración. El Poder Judicial tiene -no sé si por suerte o desgracia- una serie de particularidades en 
cuanto a cómo se conforman las retribuciones personales de sus funcionarios; esta es una vieja historia 
que los legisladores que integran el Parlamento desde hace algunas Legislaturas deben recordar. 


Ese artículo no tiene costo porque, en definitiva, hoy una parte se paga -esto ha sido resuelto por la vía de los 
hechos con el Ministerio de Economía y Finanzas- con economías del Poder Judicial. Esos son recursos 
genuinos del Poder Judicial que utiliza con esa finalidad. Originalmente, la norma era primero una 
distribución de economías, que no era regular, que implicaba que cada determinado período -cuando se 
consideraba que había economías con un monto suficiente y significativo como para repartir- se hacía algún 
pago a los funcionarios por la vía que se generaba por la no provisión de vacantes; estas son economías de 
retribuciones personales. Luego, una norma habilitó al Poder Judicial y le dio un viso de legalidad al tema, 
aunque el reparto de economías no era ilegal, ya que por lo menos la ley admitió que ese reparto de 
economías estaba bien y que se podía seguir haciendo en tanto existieran las economías. Además, agrega la 
norma que nunca podría pagarse menos de lo que se venía pagando hasta ese entonces, que eran $ 800. Allí 
surge una dificultad adicional, porque cuando teníamos economías por menos, o debíamos esperar a que estas 
generaran una partida que permitiera abonar $ 800 a cada funcionario o, de lo contrario, había que retenerlas 
y no pagarlas. 


La Suprema Corte de Justicia fue muy cuidadosa en el manejo de la provisión de vacantes, lo que fue 
generando economías que posibilitaron un pago regular. Ese pago se volvió mensual, regular y continuado en 
el tiempo. Eso llevó a que adquiriera naturaleza salarial esa partida que en principio fue un mero reparto de 
economías. Cuando adquiere naturaleza salarial y, por ende, era imposible retirarla, no solo por el aspecto 
jurídico de su naturaleza salarial sino por lo exiguo de los sueldos del Poder Judicial —retirar una partida de 
$ 800 significaba una rebaja del 25% del sueldo, lo que se agrega al IRP aplicado por franjas-, empezamos a 
gestionar con el Ministerio de Economía y Finanzas que el Tesoro nos habilitara con aquel dinero que pudiera 
faltarnos en el año, para pagar todo el año y todos los meses una partida de $ 800 a los funcionarios. 


Cuando asume el Ministro Atchugarry, nos contestó en una reunión que él, como legislador que había sido, 
conocía la historia, sabía de la naturaleza salarial de esta partida, cómo se discutió y cómo se generó la 
habilitación para que esta partida fuera pagada y, por ende, habilita ya para el año pasado los dineros 
necesarios para el pago de noviembre y diciembre; nuestras economías genuinas habían alcanzado hasta 
octubre inclusive. De ese modo se completa el año pasado el pago del año. 


Este año, nuestras economías alcanzaron para menos y el Ministerio de Economía y Finanzas otra vez vuelve 
a habilitar hasta fin de año las economías que nos faltaron para pagar esos $ 800. 


En consecuencia, diría que tampoco tiene costo. ¿Por qué? Porque, de hecho, el Estado, el Ministerio de 
Economía y Finanzas y el Tesoro han asumido este costo. Lo está pagando todos los meses con regularidad y 
desde hace mucho tiempo. Ha habido una clara voluntad del Ministerio de Economía y Finanzas, que no ha 
remitido esta norma aunque se había comprometido a remitirla en el Mensaje del Poder Ejecutivo si hubiera 
habido una Rendición de Cuentas abierta. En la medida en que no la hubo, a lo que aspira hoy el Poder 
Judicial es a que el Parlamento —dado que nosotros tenemos la iniciativa— recoja algo que en los hechos el 
propio Poder Ejecutivo reconoce como cierto y que hay que asumirlo. 


SEÑOR IBARRA.- Precisamente, la principal pregunta que pensaba efectuar es la que realizó el señor 
Presidente. Evidentemente, este es un tema que se viene arrastrando desde hace bastante tiempo y me 
alegra, de acuerdo con la información que se nos da, que en este caso el señor Ministro de Economía y 
Finanzas haya asumido la responsabilidad de cubrir lo que fuere necesario para el pago de la 
compensación personal, que sin duda fue un tema polémico en alguna oportunidad. 


Es muy importante que, en este caso, tanto la Suprema Corte de Justicia como las distintas asociaciones de 
funcionarios, Actuarios, Defensores de Oficio y Magistrados hayan llegado a una especie de unanimidad en 
cuanto al Mensaje remitido a este Poder Legislativo. Es importante porque de alguna manera se está 
demostrando que las necesidades que se están planteando por cada una de las partes pero fundamentalmente 
por parte de la Suprema Corte de Justicia tienen que ser absolutamente atendibles, dada la situación que se 
vive. 


Decía el señor Diputado Conde que la partida alcanza a aproximadamente $ 273:000.000, es decir, 

US$ 10:000.000 u US$ 11:000.000. Comparado con otros gastos que se han efectuado en oportunidad de la 
crisis financiera y bancaria, esta cantidad es absolutamente insignificante. De alguna manera, en el hecho de 
dar las herramientas necesarias está en juego el fortalecimiento del Poder Judicial, para que pueda cumplir 
con eficacia y prontitud la función que le ha sido asignada. 


Veíamos ayer en una reunión de nuestra agrupación parlamentaria -el Encuentro Progresista-Frente Amplio- 
el porcentaje mínimo que percibe el Poder Judicial, exactamente similar al que percibe el Poder Legislativo: 
el 1.4% del gasto presupuestal anual, que se distribuye en distintos Incisos y organismos. Esto está indicando 
que tiene que llegar el momento en que haya un fortalecimiento, a través de recursos, para el Poder Judicial. 


Quiero saber si se tiene a disposición de la Suprema Corte de Justicia el total de las partidas financieras que 
tienen atraso con referencia a los recursos que debe volcar el Ministerio de Economía y Finanzas a través de 
la Tesorería. Sabemos que esto se ha dado prácticamente en todos los organismos, por las situaciones que 
todos conocemos y que no vamos a analizar. Me gustaría tener la cifra total y también distribuido por gastos 
de funcionamiento e inversiones, para tener una idea global. 


Yo no sé qué va a pasar con esta Rendición de Cuentas que estamos tratando ni con el Mensaje que nos 
remite el Poder Judicial, si estaremos en condiciones o no, con las mayorías que se necesitan, para aprobar el 
Mensaje o, al menos, como bien decía el señor Diputado Conde, considerar aquellos artículos que no 
originan gastos, pero veo que tanto en el Capítulo II como en el Capítulo III del Mensaje se plantea como 
necesidad urgente e impostergable la creación de determinados cargos. Por otro lado, en el artículo 10 se 
plantea, a su vez, una partida mínima —teniendo en cuenta la globalidad del Presupuesto Nacional e 
inclusive del propio Poder Judicial- de $ 3:687.000, con destino al funcionamiento del nuevo Tribunal de 
Apelaciones en materia de trabajo y a los cuatro nuevos Juzgados Letrados de Primera Instancia de Familia, 
en la capital. 


A mí me da la sensación, por la entidad de la solicitud de la Suprema Corte de Justicia en cuanto a la creación 
de estos cargos, de que va a tener grandes dificultades el Poder Judicial si no se le otorga la creación de estos 
cargos para el nuevo Tribunal de Apelaciones en materia de Trabajo, Defensores de Oficio, Tribunales para la 
Violencia Doméstica, etcétera. 


Simplemente, esta es una reflexión. Los integrantes de la Suprema Corte de Justicia seguramente van a 
compartir con nosotros que se va a originar un grave entorpecimiento para el funcionamiento normal y eficaz 
del Poder Judicial si esto no se aprueba. 


Por otra parte, quiero saber qué atrasos tiene el Ministerio de Economía y Finanzas con el Poder Judicial. 


Asimismo, deseo que se haga una breve reflexión en cuanto a los cinco Centros de Mediación del Poder 
Judicial, creados oportunamente a través del artículo 467 de la Ley Presupuestal. Tengo entendido que eso 
está funcionando bien, que es una buena salida para los sectores con menos recursos de la sociedad, pero me 
gustaría escuchar una breve reflexión al respecto y, además, que se explique si son suficientes los Centros de 
Mediación que existen en este momento en el país. 


SEÑOR MÉNDEZ.- En primer lugar, vamos a contestar la pregunta que nos hizo el señor Diputado 
Ibarra con respecto a la deuda que mantiene la Contaduría General de la Nación con el Poder Judicial. 
Tenemos aproximadamente -si es necesario, lo podemos llevar a una precisión total- unos $ 89:300.000 
de deuda, que comenzó a generarse por esa diferencia en la entrega del cupo financiero, la que se 
desglosaría en unos $ 81:000.000 relativos a gastos de funcionamiento y en $ 8:000.000 relativos a 
inversiones. Las cifras son aproximadas, pero la aproximación no es muy grosera, sino bastante 
certera. Como dato adicional, es bueno aclarar que esta deuda total no corresponde solamente al año 
2002, sino que incluye $ 1:800.000 que todavía se arrastran desde el 2001. 


Por otra parte, los Centros de Mediación no solo han sido una muy buena experiencia, sino que, además, con 
gran esfuerzo, se designó a los funcionarios que habían concursado y que adquirieron, por lo tanto, derecho a 
ser designados como mediadores, en sustitución de aquellos funcionarios que habían iniciado la experiencia 
de mediación dentro del Poder Judicial. Pero, por supuesto, no se desechó el concurso de los funcionarios que 
habían iniciado esa tarea, sino que, por el contrario, se les habilitó por parte de la Suprema Corte de Justicia - 


naturalmente, con la voluntad de estos funcionarios que no querían dejar de intervenir en la mediación- a que 
cumplieran con el cargo en el que presupuestalmente revisten y que, a su vez, continuaran con la tarea de la 
mediación. O sea que, por la vía de los hechos, se ha incrementado aún más la experiencia de la mediación. 
Además de aquellos cinco Centros, se han utilizado estos recursos humanos que fueron los que de alguna 
manera abrieron la brecha, y hoy siguen trabajando en mediación, sin perjuicio de las tareas inherentes a su 
cargo presupuestal. 


No voy a aburrir a la Comisión con cifras, pero voy a mencionar dos o tres que resultan relevantes. El total de 
consultas que se realizaron en el período comprendido entre los meses de enero y abril del año 2003, llegó a 
1.516; las mediaciones proyectadas fueron 788 y las derivaciones, 728. Menciono esto para dar una cifra más 
o menos ilustrativa en un período muy corto, lo que significa que realmente la experiencia es buena y que, de 
alguna forma, no solo está dando una solución a quienes consultan, sino que incide positivamente en 
descongestionar el servicio de justicia, porque muchos de estos casos, en la medida en que no obtuvieran una 
solución por la vía de la mediación, desembocarían naturalmente en algún otro tribunal, según la especialidad 
del tema. 


No sé si la Comisión tiene claro que la experiencia del Centro de Mediación está rigiendo desde el año 1996. 


Si el señor Diputado Ibarra mencionó alguna otra inquietud que yo no esté abordando, solicito que me la 
recuerde. 


SEÑOR IBARRA.- Solo pido un comentario sobre qué sucedería si no fuera aprobado el artículo 10 y 
el Capítulo MI, donde se solicita como imprescindible la creación de determinados cargos con destinos 
concretos. Lo que se solicita en los artículos 10, 12, 13, 14 y 15 es un número muy importante de 
creación de cargos que están vinculados directamente con los sectores con mayores problemas, como es 
el tema del trabajo y el de la violencia doméstica. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Voy a hacer referencia al tema relativo a la solicitud de creación de 
Juzgados de Violencia Doméstica y luego cederé la palabra al doctor Gutiérrez para que explicite los 
fundamentos de la solicitud de creación de un nuevo Tribunal de Trabajo. 


En estos días estamos cumpliendo un año de vigencia de la Ley de Violencia Doméstica, a la que la Suprema 
Corte de Justicia asigna especial interés como herramienta e instrumento de gran utilidad en la prevención de 
las situaciones de violencia y, en definitiva, también en el logro de la paz familiar y social. Pero tenemos que 
a los Juzgados de Familia se les asignó una tarea nueva, sobrecargando la tarea ya de por sí bastante 
importante y gravosa que tenían en la resolución de conflictos intersubjetivos relativos a la materia 
propiamente familiar. 


Además, las carencias funcionales del Poder Judicial determinan que ciertas normas de la Ley_de Violencia 
Doméstica no puedan cumplirse por falta del apoyo técnico necesario. Por ejemplo, la audiencia que debe 
convocarse a los diez días para evaluar y tomar decisión definitiva no se cumple porque no se cuenta con el 
equipo multidisciplinario asesor que estaba previsto en la Ley para que funcionara de esa manera, pues no 
contamos con la infraestructura funcional ni con los recursos para crearla. Asimismo, se sobrecargó al 
Técnico Forense con una tarea adicional que no está en condiciones de cumplir adecuadamente. 


Queremos que esta Ley funcione bien y estamos comprometidos a ello. Este apoyo es imprescindible en la 
medida en que se distorsiona totalmente el funcionamiento del sistema si no contamos con los recursos 
materiales y funcionales necesarios para que esta Ley, en definitiva, cumpla los cometidos muy loables para 
los que fue sancionada. 


Además, estamos previendo -este es un tema que se está estudiando y evaluando en seminarios- la forma de 
creación o de transformación de Juzgados de Familia en Juzgados especializados en violencia doméstica, 
para lo cual se requerirá personal técnico asesor, también especializado en violencia doméstica. 


Esta sería la situación en esta materia. Necesitamos este apoyo para que esta Ley de naturaleza importante en 
materia familiar, funcione con la eficacia preventiva, cumpliendo con los objetivos fundamentales que 
precedieron su sanción. 


A continuación, cedo la palabra al doctor Gutiérrez para que haga referencia al tema de los Tribunales de 
Trabajo. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- La Corte propone la creación de un Tribunal de Trabajo en función del 
volumen de trabajo que tienen los Tribunales en la materia. 


Actualmente, el promedio general de sentencias que dictan los Tribunales de la República en todas las 
materias ronda entre 250 y 300 sentencias al año. Tenemos tres tribunales en materia de trabajo; dos de ellos 
dictan entre 550 y 600 sentencias al año -el doble de las sentencias que dictan los tribunales en materia civil y 
familiar- y uno que dicta 750 sentencias al año, es decir que prácticamente triplica el volumen de trabajo de 
los tribunales de las otras materias. Esto ha implicado que la segunda instancia en materia de trabajo insuma 
un lapso 50% superior que en el resto de las materias. Según las estadísticas muy confiables de nuestra 
Dirección de Estadísticas -es muy precisa la determinación; dado que la inmensa mayoría de los asuntos que 
tramitan en segunda instancia culminan por sentencia definitiva, sabemos exactamente la duración de los 
procesos-, actualmente la duración del proceso en el resto de las materias es de ocho o nueve meses como 
promedio; en cambio, en materia de trabajo, andamos entre los catorce y los quince meses. 


Con esta solicitud de creación de un Tribunal en materia de trabajo pretendemos aproximar los promedios de 
duración de la segunda instancia en una materia tan sensible como es la del trabajo, especialmente en estos 
momentos en que hay un incremento permanente de la demanda de servicio en materia laboral; pretendemos 
aproximar los números de la materia de trabajo al del resto de las materias. Asimismo, de esta manera 
intentamos satisfacer uno de los motivos sobre los que reflexionaba el señor Diputado Ibarra, el relativo a la 
eficiencia y la prontitud del servicio de justicia, porque todos sabemos que una justicia lenta no es justicia. 


En ese sentido, la Suprema Corte de Justicia propone una serie de reformas de normas jurisdiccionales con 
pequeños o mínimos ajustes del Código General del Proceso, sin modificar su estructura esencial, que es la 
del proceso por audiencias en que rijan los principios de inmediación, de prontitud y de economía procesal; 
pensamos que de esta forma, en la segunda instancia y en la casación podremos lograr una muy clara 
disminución de los tiempos de duración de los procesos. Pensamos, por ejemplo, que con la modificación del 
régimen de constitución de domicilio ante el órgano de primera instancia, sin necesidad de la constitución de 
domicilio en el radio del Tribunal de segunda instancia -todos radicados en la capital de la República—, con 
esa anticipación de la constitución de domicilio, que evitaría la necesidad de la constitución de domicilio en 
los estrados y todo el trámite actual, y con la modificación del régimen de notificaciones que excluiría la 
imposición legal de la notificación de la primera providencia que se dictara en segunda instancia o en 
instancia en casación, podremos reducir los términos de duración de los procesos en segunda instancia en 
aproximadamente tres o cuatro meses, y otro tanto en materia de casación. Lo mismo sucede con la 
modificación que se propone en el artículo 35, en cuanto a la necesidad de la vista al Fiscal de Corte. 
Simplemente, allí decimos que, recibidos los autos, la Suprema Corte de Justicia dará vista al Fiscal de Corte 
cuando correspondiere, reservándose a la propia Corte la calificación de la procedencia de esa vista al Fiscal 
de Corte. ¿Por qué? Porque la realidad ha demostrado que en la mayoría de los casos, en materia de casación 
civil, de casación laboral, el Fiscal de Corte carece de legitimación para pronunciarse. Entonces, estamos 
perdiendo un tiempo en el proceso con un contenido prácticamente nulo en cuanto a la efectividad del 
servicio. 


Ese es el sentido básico de estas modificaciones que se proponen en los artículos 30 al 35, que se 
compadecen con la intención de acortar los tiempos de duración de los procesos, especialmente en las 
instancias de casación y de segunda instancia. 


SEÑORA PERCOVICH.- En la línea del planteamiento del señor Diputado Ibarra, simplemente 
quería hacer un comentario. 


Para nosotros este Mensaje del Poder Judicial intenta plantear -creemos que con mucha austeridad- las 
mínimas necesidades para cumplir tareas especialmente difíciles, en un momento sumamente difícil del país. 
El Poder Judicial cumple un rol, yo diría que de aceitar la conflictividad social que está en un punto 
especialmente alto por la temática económica y que también se traslada a las relaciones familiares. 


Nosotros somos conscientes de que al aprobar la ley de violencia doméstica hemos agregado al Poder 
Judicial una gran responsabilidad, al trasladarle un rol muy difícil, que es el de la prevención. ¿Y qué implica 
eso? Infraestructura, recursos humanos y especialización de los jueces, y entendemos que aquí lo que se está 
pidiendo es lo mínimo -inclusive, es nada más que para la ciudad de Montevideo-, es decir, la creación de 
peritos especializados para apoyar a los jueces en ese difícil rol de prevención. Creemos que lo que se está 
pidiendo por parte de la Suprema Corte de Justicia es lo mínimo, y realmente lamentamos la escasa presencia 
de legisladores en Sala, porque creemos que este Poder Judicial está cumpliendo un rol muy difícil, como 
decía el señor Diputado Ibarra, con un escasísimo Presupuesto para la impresionante problemática que hoy 
tiene que resolver en los distintos ámbitos donde tiene que expedirse. Por lo tanto, nuestra bancada va a 
acompañar con calor este austero Presupuesto que está presentando el Poder Judicial. 


SEÑOR PONCE DE LEON.- Vamos a incursionar en otro aspecto del tema, que nos preocupa mucho 
y queremos aprovechar la presencia de la Suprema Corte de Justicia para tratarlo ya que, como decía 
la señora Diputada Percovich, en el Poder Judicial se refleja la conflictividad de la sociedad. Nosotros 
tenemos una enorme preocupación por algún aspecto que intuimos que está reflejado aquí; 
quisiéramos saber si el Poder Judicial puede especificar o discriminar más la información acerca de sus 
posibilidades o recursos. 


Tenemos una gran preocupación sobre lo que creemos que hoy es un gigantesco tema nacional, que es el del 
endeudamiento interno. En ese sentido, desde la Comisión de Hacienda se envió un pedido de informes a la 
Suprema Corte de Justicia a los efectos de conocer la cantidad de juicios que había atados al tema del 
endeudamiento. Creemos que no se entendió el pedido o que era muy difícil de implementar, porque lo que 
vino no guardaba correlación con la pregunta. 


¿Qué es lo que vemos en la información que viene del Poder Judicial? Vemos una información numérica y 
otra de montos, y no sabemos si es o no reflejo de esta realidad o de otras. La información numérica es que 
ninguno de los juzgados ha tenido el incremento de los Juzgados Letrados Civiles, y más si se tiene en cuenta 
que los concursales se han abierto y, por lo tanto, para una comparación histórica, habría que sumarlos. 
Suponemos que aquí está el reflejo de las acciones judiciales asociadas a este tema en los dos últimos años. 
Pero vemos otro tema que, en principio, llama la atención. 


Si analizamos los fondos de libre disponibilidad, podremos advertir que mientras los de todo el sector público 
han caído en valores constantes del orden de un 10% según los Incisos, en el caso del Poder Judicial se pasó 
de $ 40:000.000 a $ 66:000.000 en valores constantes -que es como los proporciona la Contaduría-, por lo 
que hay un incremento del 45%. Estamos hablando de una cifra de incremento que supera el millón de 
dólares en recaudación de recursos de libre disponibilidad que, naturalmente, están ejecutados, según nos 
muestra el cuadro correspondiente. 


¿A qué responde este incremento? ¿Este incremento corresponde a los Juzgados de Familia que están 
aumentando o a los de Trabajo, que también aumentan? ¿En realidad, esto corresponde a los incrementos de 
juicios civiles? ¿Tiene que ver esencialmente con grandes juicios sobre grandes montos o es la suma de esa 
enorme cantidad de juicios, cada uno de los cuales tiene tramitaciones por los que se cobran los impuestos 
legales correspondientes? 


Si el señor Presidente lo permite, preferiría que se respondieran estas interrogantes antes de agregar otras 
preguntas. 


SEÑOR MÉNDEZ.- Allí hay un componente importante que explica el motivo de ese aumento en la 
recaudación. No es tanto por el aumento de demanda, aunque sí responde a ello porque nuestra propia 
información refleja que hay un aumento de la demanda del servicio de Justicia. Pero también responde 
a que estos timbres se ajustan por el IPC; entonces, en la medida en que el ajuste se produce por ese 
mecanismo, hay una mejora en la recaudación por esa razón. También es cierto que hay un aumento de 
la demanda de servicio en algunas áreas, como señalaban los señores Ministros Van Rompaey y 
Gutiérrez, sobre todo en algunas áreas como la de familia y la laboral. Pero también hay una 
explicación con respecto a los Juzgados Civiles; esto no implica que no haya aumentado el trabajo en 
los Juzgados Civiles, porque de hecho sí aumentó. Ocurre que la depreciación de nuestra moneda 
también hizo correr la franja de competencia de los Juzgados de Paz hacia los Juzgados Civiles y, 
entonces, asuntos que eran competencia de los Juzgados de Paz, terminan ingresando hoy, en razón de 


la cuantía de la competencia, a los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Civil. O sea que hay 
una serie de causas que inciden en una demanda cierta del servicio de Justicia, más un corrimiento de 
Paz a Civil, más el ajuste por IPC, que hace que en pesos se esté recaudando más, y no solo responde al 
aumento de asuntos. 


¿Quedó contestada su pregunta? 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Confieso que una parte de la respuesta me agrega información, pero hay 
otra parte que no me convence. Lo digo por lo siguiente. No estamos comparando los valores corrientes 
de 2001 y 2002; estamos comparando los valores del año 2001 con el ajuste que hace la Contaduría 
para traerlo a valores constantes, que no es equivalente al IPC pero es una buena parte. En valores 
constantes, hay un incremento del 45%; por lo tanto, el IPC no es la causa. 


En todo caso, haré una segunda pregunta para que se entienda a dónde apunto. ¿Se puede delimitar de estos 
fondos de libre disponibilidad cuánto ingresa por los distintos motivos? Aquí hay un rol de justicia, hay un 
rol legislativo, en que la información puede ayudar al mutuo desempeño y a llevar adelante el Programa de 
Fortalecimiento del Poder Judicial y de actualización en materia informática, lo que seguramente ayudaría 
mucho en materia de procesamiento de información. Cuando se habla de juicios civiles, hay unos pocos muy, 
muy grandes, de pública notoriedad, pero uno ve que la cantidad aumentaron de aproximadamente 7.000 a 
fines de la década del noventa a 11.000 en 1999 y 2000, a 15.000 en el año 2001, y a 18.000 más 1.000 de 
concursales, o sea, 19.000; en dos años estamos hablando de un salto de 10.000 a 17.000 o 18.000 juicios. Es 
un incremento muy fuerte. Puede ser que haya unos pocos juicios grandes, pero seguramente hay muchos 
chicos. ¿Este aumento se debe al endeudamiento, o hay otro fenómeno que se está canalizando por allí? 


El incremento, repito, en valores constantes es de $ 20:600.000 -en estos asuntos la cotización del dólar 
siempre es complicada; no sé a cuánto diría el Presidente que corresponde este incremento, pero seguramente 
es del orden del millón de dólares en el año-, quiere decir que estamos hablando de cifras importantes y me 
importaría saber -no sé si hay medios- es cuánto de esto viene de los acreedores y cuánto de los deudores. 
Hay muchos procesos en marcha que aquí, en el Poder Legislativo, rebotan con la fuerza que es de 
notoriedad, que tienen que ver con ejecución de viviendas por el no pago de deudas. El otro día, un integrante 
de la delegación que vino a hablar con nosotros, que incluía a Magistrados, nos hablaba de embargos y 
tramitaciones a partir de deudas de $ 400. Sabemos que es así; tenemos ejemplos tal vez por cifras menores. 
Sin embargo, ¿qué es lo que escuchamos de las delegaciones de quienes deben actuar frente a esa instancia 
judicial? Que además de no poder pagar, para actuar, para poder defenderse, tienen que pagar, que para poder 
hacer un pedido de excepciones que les permita ganar tiempo para ver si se recompone la situación 
económica familiar -que es la que hoy en día muchas veces está en cuestión-, resulta que tienen que pagar 


Entonces, quiero saber qué sucedería si elimináramos la necesidad de pago, no de quien viene a hacer la 
demanda, porque en más del 90% de los casos quien va a cobrar tiene más potencia económica; creo que en 
la enorme mayoría de los casos es el sistema financiero, en otra cantidad de casos será el sistema de 
prestamistas que funciona, aunque habrá otros casos en los que la relación de potencia puede estar invertida, 
pero el grueso viene de situaciones en que el acreedor es más potente que el deudor. El deudor, muchas 
veces, nos dice: "No pude ni poner excepciones; no tengo dinero", y lo que quiere es ganar tiempo para ver si 
puede mantener su casa. 


Si se elimina ese impuesto en el caso de los deudores, aunque sea por un período acotado que tenga que ver 
con esta crisis, ¿en cuánto estaríamos afectando los ingresos de libre disponiblidad? 


SEÑORA GONNET.- No puedo responder a esa pregunta porque no tenemos datos para saber cómo 
repercutiría. Lo que tenemos es una discriminación de la recaudación de fondos propios por distintos 
conceptos, que figura en la página 49 del repartido que tienen ustedes. Está la tasa judicial, que se 
utiliza en su totalidad para el pago de sueldos; el timbre Palacio de Justicia, que se recauda -tenemos 
esos $ 27:000.000- para amortizar deuda e intereses por el préstamo que oportunamente dio el Banco 
de la República para el avance de obras del Palacio de Justicia, y el impuesto judicial, que también se 
vuelca a Rentas Generales. 


La tasa judicial tiene un destino específico que es pagar a los funcionarios judiciales de los escalafones ll a 
VI, lo que corresponde a aproximadamente 6% de su salario. El impuesto judicial se vuelca directamente a 
Rentas Generales, pero financia parte de las retribuciones. Lo que tenemos como disponibilidad son los 
intereses que se cobran por cuentas en el Banco de la República y la recaudación correspondiente a varios, 
que incluye pequeños servicios de fotocopiados, de sentencias y alguna cosa más muy mínima. 


No tengo en mi poder el balance de la Contaduría que están manejando, pero puedo decir que la utilización 
de fondos propios aumentó el año pasado, porque ante el problema financiero, el Poder Judicial aumentó su 
ejecución de fondos propios para hacer frente a los gastos de funcionamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una consulta para que quede claro. ¿La reducción o supresión 
de la tasa judicial y del impuesto judicial para algunos juicios redundaría en contra de los ingresos de 
los funcionarios del Poder Judicial, porque están destinados a sueldos? 


SEÑORA GONNET.- En el caso del impuesto judicial, redundaría en que Rentas Generales tuviera 
que financiar el aumento, porque ese impuesto se vuelca en su totalidad a Rentas que, mensualmente, 
provee recursos al Poder Judicial para que pueda pagar sus sueldos. En cambio, los funcionarios 
judiciales cobran la tasa en función de la recaudación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estos son los tributos que debe abonar el deudor que desea excepcionarse en 
un juicio ejecutorio. 


SEÑORA GONNET.- Sí. 


SEÑOR PARGA.- Quiero aclarar que como no está discriminado no se puede determinar con precisión 
lo que tiene que ver con el tributo a las ejecuciones. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Me da la impresión de que la información que ustedes tienen ha llegado 
al límite, pero quisiera preguntar si existe alguna forma de avanzar en la dirección de lo que nosotros 
solicitábamos. No sé si con los recursos físicos, informáticos, informativos y humanos de que dispone el 
Poder Judicial se puede llegar, con esfuerzos razonables, a contar con la información, así sea 
aproximada, porque sería bueno tener idea de los montos. 


Lo que sí tenemos claro es que estamos ante el reflejo de un problema muy grande. Así como podemos saber 
cuántos casos de tal o cual tipo hay, cuando se inicia la parte más complicada de ese fenómeno de hoy tan 
peculiar, consecuencia de esta crisis que se da en el estrado judicial, en realidad, tenemos que ir 
acumulándolos de a uno; no tenemos cómo saber cuántos casos de tales o cuales características se dan en tal 
o cual situación. Y el reflejo al que aludíamos tiene que ver con lo siguiente. Naturalmente, respaldamos todo 
lo que dijeron otros compañeros de la bancada con relación al respaldo al Poder Judicial, a su rol y a sus 
ingresos, pero uno siempre puede ver -por eso importa saber la cuantía- en qué medida el Poder Judicial ha 
hecho exoneraciones para determinados casos en los que se consideró que había situaciones de debilidad que 
cuestionaban el acceso a la justicia. Si bien no tiene sentido hablar de casos, sabemos de gente que no llega a 
hacer las tramitaciones porque en realidad no tiene posibilidades. Entonces, necesitaríamos tener idea de 
porcentajes, de montos, de qué implica si uno dice, por ejemplo, "Exceptúase del impuesto" en la 
presentación de excepciones -a las que aludía el señor Presidente-, que es una instancia muy limpia, muy 
nítida, que está claro que refiere a timbres e impuestos del deudor, no del acreedor. Uno tiende a pensar que 
en el Uruguay de hoy más vale desalentar las acciones judiciales con relación a este tema y orientar a la 
búsqueda de acuerdos, a través de tiempos, plazos y de todo lo que sabemos que está procesándose alrededor 
de este tema. Y no me molestaría nada subir los costos de quien va a exigir el cumplimiento por vía judicial a 
cambio de, a su vez, reducir los de quien tiene que defenderse, porque -repito- parto de la base de que en la 
gran mayoría de los casos hay una asimetría muy fuerte e importa respaldar el hecho de que la justicia pueda 
actuar y que el débil no tenga esa dificultad de acceso en esta coyuntura tan crítica del país. Por eso importa 
saber si se puede obtener alguna información que ayude, desde nuestro punto de vista legislativo, sobre el 
tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa propuesta que hace el señor Diputado tiene repercusiones sobre el 
funcionamiento del Poder Judicial; quienes ya durante la crisis de 1982 ejercíamos la profesión de 
abogados lo tenemos bien claro. 


En los años 1982 y 1983 no existía ni impuesto del 1% a las ejecuciones, ni tasa judicial ni timbre del Palacio 
de Justicia. Entonces, frente a la crisis de ese momento, el 80% o 90% de los deudores oponían excepciones 
de todo tipo en cadena y recursos de inconstitucionalidad, porque era gratis y servía para trancar el juicio. 
Eso genera una recarga de trabajo, fundamentalmente sobre los Jueces, los Tribunales de Apelaciones y la 
Suprema Corte de Justicia, que tienen que resolver por esas industrias que se montaron para oponer 
excepciones. Eso no sucedió ahora porque el deudor debía pagar una serie de tributos. Entonces, cuando tenía 
razón, conseguía el dinero de debajo de la mesa y los aportaba. Cuando el único objetivo era demorar el 
juicio, obviamente, esa demora tenía un costo que era pagar ese impuesto del 1%. 


O sea que la reforma que el señor Diputado propone debe ser evaluada en su globalidad, porque seguramente 
generaría un incremento sustancial en las excepciones infundadas que opondrían aquellos deudores que 
tengan por único objetivo lograr tiempo y detener los juicios; eso generaría una sobrecarga mayor en la tarea 
del Poder Judicial, no solo de los Jueces sino de los funcionarios que tienen que notificar, dar trámite de 
excepciones, de recursos de todo tipo, que en esa década se opusieron porque era gratis; solo tenían que dar 
algunos pesos a algunos estudios que montaban industrias y volanteaban consignas que decían: "defiéndase 
en el juicio". O sea que ese cambio tiene una repercusión que recarga al Poder Judicial; lo quiero dejar 
aclarado porque viví los dos momentos: la crisis devaluatoria de 1982 y lo que sucedió ahora. Y digo esto sin 
perjuicio de reconocer que existen casos en los que el deudor no dispone de recursos para oponer defensas 
aun teniendo razón. Pero quiero señalar esta dificultad accesoria que trae una modificación tributaria de ese 
tipo. 


Quería dejar eso sentado para que todos tuviéramos una cabal idea de los efectos no buscados que esto puede 
generar. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Como además de legislador, el señor Presidente es abogado, 
naturalmente conoce más en detalle estas cuestiones. De cualquier manera, quiero separar las cosas. 


Aquí hay dos temas: uno de información y otro de conclusiones o interpretaciones. En cuanto a las 
conclusiones a las que arriba el señor Diputado Gabriel Pais, quiero decir que francamente discrepo. Creo 
que en el marco de la crisis, flaco favor haríamos al favorecer que las ejecuciones "caminen". Con respecto a 
todo lo que lleve a crear situaciones que van mucho más allá de lo que se pactó -que, en definitiva, era una 
relación comercial de cierto tipo-, en un marco que ha cambiado radicalmente, tengo una concepción 
totalmente distinta. En cualquier caso, desde un ángulo o desde el otro, en cuanto a facilitar o complicar las 
posibilidades de la defensa en estos casos, lo que los dos necesitaríamos -porque creo que eso es 
independiente- es la información sobre lo que estamos hablando, es decir, saber cuáles son los montos, las 
implicancias y la cantidad de juicios de este tipo. Creo que esa información de base debería ser objetiva y 
punto de partida para cualquier discusión sobre lo que conviene hacer. 


Acoto, como mera información, algo que los legisladores conocemos y que no sé hasta dónde la Suprema 
Corte de Justicia lo tiene como una percepción. Está claro que la crisis de 1982 provocó que los deudores no 
pudieran pagar cuando saltó el dólar, en un endeudamiento que tenía un altísimo porcentaje en dólares; pero 
el endeudamiento de ahora tiene dos características. Una de ellas diría que es tendencial: el porcentaje en 
dólares es todavía mucho mayor. Sin embargo, la segunda característica, es mucho más fuerte porque implica 
un cambio dentro de una tendencia. En los dos casos era una economía dolarizada, pero lo que ha cambiado 
radicalmente es que el sistema financiero -que, sin duda, es el principal actor como acreedor-, en estos 
últimos quince años, pasó a considerar el crédito a la familia como un producto de buena utilidad, 
estimulable y de frontal desarrollo; se regalaban las tarjetas en los supermercados y se ofrecían créditos para 
las más diversas cosas con muchas facilidades. La diferencia se mide en valores muy concretos: en el año 
1982, el crédito del sistema financiero a las familias no llegaba al 5% y en esta última crisis supera el 25%, 
de manera que hay un importante volumen de gente involucrada; ya las involucradas no son empresas, son 
familias. Por eso es que, para nosotros, esto tiene una significación distinta. No estamos hablando del 
endeudamiento de las personas jurídicas -tal vez debiera haberlo acotado-; a nuestro juicio, hay una radical 
diferencia entre el endeudamiento de las personas jurídicas y el de las personas físicas. En última instancia, 
en el endeudamiento de las personas jurídicas se puede recurrir a los concordatos, que permiten canalizar 


ciertas consecuencias. Sin embargo, en el endeudamiento de las personas físicas, la garantía física del 
endeudamiento -que puede haber comenzado por razones jurídicas- puede terminar con la pérdida de la casa 
familiar, es decir que existe otro tipo de connotaciones. 


Ustedes dirán que estamos introduciéndonos en discusiones que versan sobre otras materias, pero esto tiene 
algún componente presupuestal; en todo caso, forma parte de una información que está en el Poder Judicial y 
que sería bueno que manejáramos como insumo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero dejar en claro que de mis palabras no se puede concluir que pretendo 
facilitar el trámite de los juicios ejecutivos. Simplemente, hice referencia a una realidad que ha vivido 
el Poder Judicial y a que un cambio tributario puede generar consecuencias y una mayor recarga de 
tareas. En forma alguna estoy a favor o en contra de facilitar o enlentecer los juicios; simplemente, 
quise señalar una situación que conozco a raíz de mi actividad profesional. 


SEÑOR VAN ROMPAY.- Hemos escuchado con atención las reflexiones del señor Diputado Ponce de 
León pero, con todo respeto, debo decir que exceden notoriamente el marco de esta instancia en la que 
estamos tratando un proyecto de Rendición de Cuentas y no cuestiones de política tributaria ni el gran 
tema de la gratuidad u onerosidad de la Justicia o de hasta dónde alcanzan las exoneraciones en caso 
de que la Justicia tribute. De hecho, el impuesto de ejecuciones judiciales -que si no me equivoco, se 
paga en el Banco de la República- no figura en este cuadro; en el caso de este impuesto, que es el que 
impediría la oposición de excepciones en los juicios ejecutivos, también rige la auxiliatoria de pobreza 
que permitiría deducir excepcionalmente sin tributar. 


De todas maneras, nuestros servicios están en condiciones de brindar al señor Diputado la información que 
requirió, aunque no sé si total o parcialmente. 


SEÑOR MÉNDEZ.- Nosotros también escuchamos con atención, tratando de determinar qué 
información podemos acercarle. Estimamos que podemos brindar parte de ella; para proporcionar 
alguna otra habría que efectuar algún tipo de muestreo. Hay datos estadísticos que regularmente 
recoge la División Planeamiento y Presupuesto para elaborar las estadísticas con las que se administra 
el Servicio. Pero hay otros, como por ejemplo, para determinar si el aumento en juicios civiles responde 
a ejecuciones de bienes únicos, de casa habitación, etcétera, habría que hacer algún muestreo 
representativo; y ello nos permitiría saber si esto responde directamente a una consecuencia de la crisis 
o a otros factores. 


Estos no son datos que al día de hoy tengamos discriminados; deberíamos tratar de determinar qué porcentaje 
de los juicios iniciados responden a las características de los que el señor Diputado señalaba. Aunque 
seguramente no podamos abarcar todo lo que él nos planteaba, nos comprometemos a acercarle esa 
información a todos los legisladores. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Quiero plantear dos conceptos. 


En primer lugar, esto tiene un aspecto de nítida connotación presupuestal. Adviértase que no es menor que en 
los fondos de libre disponibilidad haya habido una reducción prácticamente en todos los Incisos, mientras 
que solo en dos de ellos se hayan aumentado esos recursos y que -por lejos- el porcentaje más importante sea 
el del Poder Judicial. Aquí hay algo que llama la atención. ¿Cuáles son las razones por las que estos recursos 
aumentaron? Repito que no se debe a la inflación; si fuera así, se habrían incrementado en todos los Incisos. 
Y reitero que la Contaduría compara cifras ajustadas. 


Aquí hay una información relevante que importa tener. ¿Cuál es el motivo de este incremento? 


En segundo término, me preocupa el hecho de que haya un impuesto que alguien paga en el Banco de la 
República y que no aparece aquí reflejado como fondo de libre disponibilidad. Quizás sea un error del 
momento, pero quiero saber dónde está ese dinero; en algún lado tiene que aparecer, porque es un ingreso del 
Estado. 


SEÑOR MÉNDEZ.- Concretamente, el impuesto a las ejecuciones lo recauda directamente el Banco de 
la República y de allí va a Rentas Generales. Nosotros podemos acceder a la información, vamos a 
pedirla, pero no aparece en estos cuadros porque no es un recurso extrapresupuestal que 
administremos directamente. 


Como dice el señor Diputado, la información está y vamos a pedirla para remitírsela. Reitero que no aparece 
en nuestros cuadros porque cuando los abogados iniciamos una ejecución vamos al Banco de la República, 
donde nos dan un comprobante que se adjunta a la demanda; si no está ese comprobante la demanda no es 
recibida. O sea que el Poder Judicial no interviene por la vía de timbres ni por ninguna otra. Repito que el 
producido de ese impuesto va directamente a Rentas Generales. 


Con el impuesto de venta forzada pasa exactamente lo mismo: lo recauda directamente la Dirección General 
Impositiva. Es por ello que en estos casos no aportamos ni tenemos las cifras, pero podemos obtenerlas y 
acercarlas para que se sepa cuánto se está recaudando por la vía de las ejecuciones. 


Aprovecho para agregar algo más que quiero destacar. Hay un Capítulo de "Normas Generales", y quiero 
referirme a él porque refiere a servicios que dependen directamente de la Dirección General; ya los señores 
Ministros han hablado sobre las normas de carácter jurisdiccional. En cuanto a este Capítulo, tampoco se 
requiere de una instancia presupuestal o de Rendición de Cuentas para su aprobación; por lo tanto, su 
contenido aún podría ser recogido. Si fuera necesario que lo remitiéramos como iniciativa o como proyecto 
de ley, lo haríamos; de lo contrario, creo que las normas podrían desglosarse. En el caso de que la Rendición 
de Cuentas no se abriera y no hubiera posibilidad de tratar estos artículos, quisiéramos que fueran recogidos 
como proyecto, porque apuntan a lo mismo que los señores Ministros señalaban: el acortamiento de plazos y 
una más eficiente y ágil prestación de servicios de Justicia. 


En el artículo 24 lo único que se procura es que la Suprema Corte de Justicia pueda disponer la dependencia 
jerárquica de la División Planeamiento y Presupuesto. Esto es absolutamente irrelevante para una instancia 
presupuestal, pero no hemos podido conseguir que sea aprobado por el Parlamento en esta o en cualquier otra 
instancia. 


En el artículo 25 se procura abreviar el plazo por el que los bienes están depositados en el depósito judicial. 
Esto posibilitaría que ese depósito tuviera una movilidad mayor, que esos bienes reingresaran al mercado y 
produjeran. En el caso de los vehículos, permitiría que las Intendencias respectivas recaudaran por vía del 
cobro de patente. Al día de hoy, los autos están detenidos, deteriorándose, sin que nadie los utilice, y la 
Intendencia en la que finalmente el vehículo sea empadronado tampoco percibe nada por ese trámite. A la 
vez, nuestros depósitos están abarrotados y tenemos que mantener el pago de arrendamientos importantes por 
esos predios. Si esta situación no pudiera descomprimirse deberíamos arrendar otros predios, lo que 
implicaría nuevos gastos para el Estado. 


El artículo 27 procura exceptuar la firma letrada; esto va en el mismo sentido que planteaba el señor 
Diputado Ponce De León con respecto a otro tema relativo a abaratar la Justicia. Aquí lo que se plantea es 
exceptuar la firma letrada con relación a la mediación, lo que hace que el instituto de la mediación sea más 
ágil, tenga menos costo y no haya que recurrir a un abogado. 


Por el artículo 28 se establece que la actuación profesional de los abogados y doctores en derecho, 
contratados por el Poder Judicial para asistir a los comparecientes a los centros de mediación, no estará 
gravada por los timbres creados por el artículo 23 de la Ley N* 12.997. Hoy estos timbres son pagados por el 
Poder Judicial con su exiguo presupuesto, porque no se le puede poner esta carga a quienes van a los centros 
de mediación. Es decir que los esfuerzos que venimos haciendo en el sentido que se señalaba, de 
proporcionar una Justicia accesible a todos, están llegando al borde de lo que es humanamente posible. 


Por su parte, el artículo 29 procura desburocratizar un trámite que tiene que ver con la habilitación para el 
ejercicio de la profesión de escribano público y de procurador; el propio artículo es muy claro y por eso les 
ahorro la lectura. 


Es decir que todas estas son normas que no requieren, en definitiva, de una instancia de Rendición de 
Cuentas ni de Presupuesto. A lo que apostamos es a la sensibilidad del Parlamento y a que se recoja todo el 
proyecto -obviamente, esa es nuestra intención-, en la medida en que sea posible, o que por lo menos se 


proceda al desglose de aquellas normas que no son de orden presupuestal y que facilitan el funcionamiento 
del Poder Judicial. Aun cuando este proyecto, como se señalaba, es muy cuidadoso, cuenta con una cantidad 
de normas que no tienen costo y que apuntan a un buen funcionamiento de la Justicia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, agradecemos la información suministrada 
por los señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia y por señores jerarcas del Poder Judicial. 


Se pasa a intermedio. 
(Es la hora 12 y 31) 
SEÑOR PRESIDENTE (Gabriel Pais).- Continúa la sesión. 
(Es la hora 14 y 38) 


(Asiste una delegación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, integrada por el señor Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social, doctor Santiago Pérez del Castillo; el señor Subsecretario, doctor Mario 
Arizti; el Director del INA, doctor Rodrigo Goñi; un asesor del INA, contador Favio Piazza; dos 
representantes de la Contaduría General de la Nación, contadora Liliana Deminco y contador 
Fernando Velázquez; el Director Nacional de Empleo, doctor Daniel Gutiérrez; el Inspector Nacional 
de Trabajo, doctor Álvaro Delgado; el Director Nacional de Coordinación en el Interior, doctor Sergio 
Etcheverría; el Director del INDA, señor Hebert Reyes; el Director General de Secretaría, escribano 
Gustavo Pagani; el Director General de Trabajo, doctor Gonzalo Irazábal, y tres asesores, el contador 
Gonzalo Aretche y los señores Amadeo Pereira y Alfredo Susena) 


La Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda da la bienvenida al señor Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social y a los jerarcas que lo acompañan, quienes realizarán una exposición sobre el 
proyecto de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal, Ejercicio 2002. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En la primera parte de nuestra 
exposición nos referiremos específicamente a los aspectos financieros del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, y en la segunda, abordaremos en forma resumida las actividades más relevantes 
llevadas a cabo por las unidades ejecutoras que componen nuestro Inciso 13. Si es necesario, en una 
tercera instancia cederemos la palabra a los Directores de cada una de las unidades ejecutoras, a 
efectos de contestar las eventuales preguntas que se quieran formular. 


En cuanto a la situación financiera para el Ejercicio 2002, debo decir que la asignación presupuestal 
definitiva del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ascendió a $ 759:048.000. Se debe expresar que por 
aplicación de diferentes decretos del Poder Ejecutivo, de febrero de 2002, se abatieron los gastos de 
funcionamiento e inversiones en $ 10:904.000. La distribución de la asignación definitiva de $ 759:048.000, 
que incluye la financiación proveniente de Rentas Generales y la de los recursos de libre disponibilidad 
recaudados por el Ministerio, fue la siguiente: 34% por concepto de retribuciones personales, 65% por gastos 
de funcionamiento y 1% por concepto de inversiones. Con referencia a la fuente de financiación, el 85% de 
las erogaciones del Ministerio en el Ejercicio 2002 fueron atendidas con cargo a Rentas Generales y el 15% 
restante lo fue con cargo a fondos de libre disponibilidad. Corresponde destacar una característica relevante 
de la ejecución presupuestal de este Ministerio: la importancia de la participación del Instituto Nacional de 
Alimentación en el total de las erogaciones. De los gastos de funcionamiento, el porcentaje destinado al 
Instituto Nacional de Alimentación, que se ha mantenido a lo largo de los últimos Ejercicios ascendió, para 
2002, a aproximadamente el 80% del total de las erogaciones del Inciso. En esta área destinada a la 
financiación de prestaciones en lo que refiere a un tema social tan importante como la alimentación, el 
Ministerio no solo no ha sufrido reducciones presupuestales aplicadas con carácter general en la 
Administración Central, sino que ha recibido refuerzos de créditos sustanciales por parte del Poder Ejecutivo. 
Al comparar la ejecución presupuestal de los gastos de funcionamiento del Ministerio para los Ejercicios 
2001 y 2002 surge que su importe pasó de $ 274:000.000 en 2001 a $ 489:000.000 para el Ejercicio 2002, 
representando un incremento del 78% con relación al año anterior. 


Vamos a referirnos, ahora, a los cometidos y actividades principales de las distintas unidades ejecutoras. 
Hablaremos de la Dirección Nacional de Trabajo, de la Dirección Nacional de Empleo, de la Dirección 
Nacional de Coordinación en el interior, del Instituto Nacional de Alimentación y, finalmente, de la 
Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social. 


La unidad ejecutora 002, Dirección Nacional de Trabajo, tiene como cometido esencial el estudio, la 
coordinación y la ejecución de la política laboral en todo el territorio nacional, a cuyos efectos coordina y 
ejecuta planes y programas en materia de salarios y relaciones laborales, evaluándolos y procurando la 
obtención de la paz social. Los cometidos sustanciales se cumplen a través de las divisiones Negociación 
Individual, Negociación Colectiva y Consultas Laborales. En 2002, se han atendido 42.478 consultas 
verbales y se realizaron 24.544 audiencias de conciliación administrativa previas a juicios laborales, 
lográndose 5.092 acuerdos. 


En lo que se refiere a la mediación de conflictos colectivos de trabajo, se intervino en 277 conflictos, 
alcanzándose la conciliación en 253 de ellos. La política de mediación y solución extrajudicial de los 
conflictos de trabajo individuales o colectivos, que se consolida año a año, evita que un elevado número de 
trabajadores y empresarios se enfrente a la contingencia de un largo y costoso procedimiento jurisdiccional. 
En tal sentido, el papel desempeñado por el Ministerio en este ámbito es considerado prioritario, y resulta 
acorde con las tendencias que a nivel regional se han venido instaurando como solución más adecuada. 


Acerca de la Dirección Nacional de Trabajo, el Director aquí presente, puede dar mayores explicaciones o 
responder a las distintas preguntas que se puedan formular en virtud de la riqueza de su actividad y de la 
importancia que le concedemos a esta unidad ejecutora en nuestro Ministerio; la acción de la famosa 
DINATRA, tanto en lo que refiere a conflictos individuales como a temas de relacionamiento colectivo. 


Pasamos a otro de los corazones de nuestro Ministerio: la unidad ejecutora 003, Dirección Nacional de 
Empleo. Esta es la unidad responsable de promover la formulación y gestionar la ejecución de políticas 
activas de empleo y formación profesional. A estos efectos, desarrolla acciones que tienden a mejorar la 
"ampliabilidad" de los trabajadores y la competitividad de las empresas. Su trabajo se centra en desarrollar 
acciones de investigación, orientación, capacitación y colocación que faciliten la inserción laboral de los 
trabajadores con problemas de empleo y mejoren la calidad de la formación profesional. El trabajo se 
desarrolla con la participación de trabajadores, empresarios, organizaciones sociales y el propio Gobierno. 
Dicha participación se concreta de una manera especial en la Junta Nacional de Empleo, que es un órgano 
asesor que también administra el Fondo de Reconversión Laboral, tan relevante para las acciones en materia 
de empleo. 


Voy a hacer un breve repaso de los distintos programas de la DINAE -Dirección Nacional de Empleo- con el 
riesgo de aburrir a los integrantes de la Comisión pero trataré de ser rápido y, eventualmente, abrir una parte 
final para mayores comentarios de los programas que menciono a cargo del Director Nacional de Empleo, 
doctor Daniel Gutiérrez. 


En primer lugar, el Programa de Capacitación Laboral para trabajadores en seguro de desempleo es el 
principal en materia de capacitación, por cantidad de usuarios y recursos empleados. Está dirigido a 
trabajadores enviados a seguro de desempleo en calidad de despedidos y es financiado por el Fondo de 
Reconversión Laboral. En el marco de este programa se ejecutaron 265 cursos en todo el país: 184 en 
Montevideo y 81 en localidades del interior, capacitándose a 4.440 trabajadores. 


En segundo lugar, vamos a mencionar el programa de colocación laboral, también conocido como PROCOL, 
que atendió a 1.680 personas desempleadas, aun a aquellas que no reúnen los requisitos necesarios para 
acceder a los cursos del PROCAL, recién mencionado. 


En tercer término, vamos a mencionar el programa de inversión presupuestal, que tiene como objetivo apoyar 
emprendimientos productivos mejoradores o generadores de empleo, mediante la adquisición de equipos y 
herramientas. Los recursos se destinan a población de escasos medios. 


En cuarto lugar, tenemos el programa de capacitación productiva, también conocido con la sigla 
PROCAPRO, que tiene como objetivo satisfacer demandas de capacitación que provengan de proyectos de 
desarrollo productivo impulsadas por organizaciones gubernamentales y no gubernamentales. En este 


momento, existen tres proyectos en el interior y tres en Montevideo. Se está atendiendo a un total de 174 
personas destinatarias. 


Debo mencionar ahora a tres programas descentralizados, que son los siguientes. El PROJOVEN, que tiende 
a apoyar a los jóvenes de sectores de menores ingresos, que en el Ejercicio que estamos comentando ejecutó 
87 cursos, con una inserción para 2.069 jóvenes. El programa llamado PROCLADIS -Programa de 
capacitación para personas con discapacidad-, tuvo un alcance de 240 participantes, a través del dictado de 16 
cursos, ampliando la cobertura a varios departamentos del interior del país. El tercer programa es el 
PROIMUJER -Programa de Promoción de la Igualdad de Oportunidades para la Mujer en el Empleo y la 
Formación Profesional-, fue impulsado en 2002 como una propuesta piloto de capacitación y de promoción 
de igualdad de oportunidad en el empleo y está orientado a mejorar las condiciones de la mujer en el mercado 
de trabajo. Se ejecutaron 25 cursos -distribuidos entre Montevideo y el interior del país- para capacitar a 525 
mujeres. 


El programa dirigido a trabajadores rurales, acordado entre la Dirección de Empleo y MEVIR y financiado 
por el Fondo de Reconversión Laboral, está orientado a mejorar la situación de los trabajadores rurales 
mediante la capacitación diseñada a partir de posibilidades específicas detectadas. En el año 2002 se 
ejecutaron 16 cursos para 525 personas en 15 departamentos. 


El programa de Capacitación e Inserción Laboral para la población ciega y de baja visión, conocido como 
INTEGRA, procura facilitar oportunidades de inserción laboral a personas ciegas y de baja visión mediante 
acciones de capacitación orientada por la demanda, dotando a los cursantes de competencias efectivamente 
requeridas por las empresas. 


Finalmente, debemos mencionar un Programa de Formación en Hidroponia, para el cual se hicieron 18 
cursos de capacitación y 38 charlas técnicas para 568 personas. 


Vamos a pasar ahora a la Dirección Nacional de Coordinación en el interior, Unidad Ejecutora 004, 
encargada de controlar y coordinar el funcionamiento de las 40 oficinas de trabajo permanentes y una 
periódica, que abarcan todo el territorio nacional. Persigue el cumplimiento de las actividades relacionadas 
con la ejecución, la coordinación y el control de las políticas, planes y programas en materia de trabajo, 
recursos humanos, empleo y promoción social en el interior del país. 


En cuanto a las medidas adoptadas para continuar la mejora de la gestión, se destaca que se ha logrado 
informatizar varias oficinas, que se redujo un 30% el total de gastos por concepto de arrendamiento de 
locales, que se inauguró la Oficina de Trabajo de Río Branco y que se habilitaron varios locales para nuevas 
oficinas de trabajo. El Director de DINACOIN -Dirección Nacional de Coordinación con el Interior-, doctor 
Sergio Etchevarría, podrá dar mayores explicaciones sobre el funcionamiento de esta unidad ejecutora tan 
relevante para que nuestro Ministerio pueda llegar a todos los rincones del país. 


En cuanto a la unidad ejecutora 006, Instituto Nacional de Alimentación, centró su atención en las 
operaciones vinculadas a la optimización de los servicios alimentarios correspondientes a cada uno de sus 
programas operativos. 


El fuerte incremento de la demanda de la que fue objeto en virtud de la situación socio-económica obligó a 
instrumentar medidas de emergencia, como el Plan de Seguridad Alimentaria, sin perjuicio de asegurar la 
satisfacción de los beneficiarios incluidos en los programas regulares y permanentes. Los beneficiarios se 
sitúan en el entorno de los 278.100, no se incluye a las aproximadamente 45.000 personas que fueron 
asistidas a diario por el Plan de Seguridad Alimentaria. 


Por otra parte, se perfeccionaron cambios iniciados en el año 2001 y los tres rediseños programáticos se 
encuentran funcionando, a saber: en primer lugar, el sistema nacional de comedores; en segundo término, la 
red alimentaria, que nuclea a los programas CATF, a la Asociación Uruguaya de Protección a la Infancia y al 
apoyo a instituciones públicas y privadas; y, en tercer lugar, la Canasta Complemento, que sustituye al actual 
diseño de Plan Nacional de Complementación Alimentaria. 


Voy a terminar mi exposición haciendo referencia a la unidad ejecutora 007, Inspección General de Trabajo y 
de la Seguridad Social, encargada de la protección legal de los trabajadores en el empleo, que controla la 


aplicación de las normas en materia laboral y de seguridad social; y en general también controla las 
condiciones de higiene, seguridad y medio ambiente en que se desarrolla toda forma de trabajo. 


En 2002 se efectuaron 12.480 actuaciones inspectivas en todo el país por parte de la División Condiciones 
Ambientales de Trabajo y la División Condiciones Generales de Trabajo. Se ha experimentado un incremento 
sustancial en la cantidad de denuncias recibidas en Montevideo respecto a empresas en el sector servicios, 
limpieza y seguridad. Esto determinó que se creara un equipo especial de inspectores para atender en forma 
específica a dichos sectores. El personal protegido fue un total de 83.487 trabajadores registrados y 452 sin 
registrar, de los cuales el 27% corresponde a trabajadores del comercio, el 15% a trabajadores de la industria, 
el 56% a trabajadores de los servicios y el 2% a trabajadores rurales. 


En materia de prevención de riesgo de accidentes de trabajo, se realizaron 38 investigaciones de accidentes 
laborales en áreas de la construcción, la forestación, la actividad rural y la industria en general. 


El doctor Álvaro Delgado, aquí presente, podrá ampliar la actividad de esta repartición, también muy 
importante y tradicional en nuestro país, que no solamente se ocupa de la policía laboral sino de otro tipo de 
actividades, en algunos casos con órganos tripartitos, que creo merecen comentarios especiales. Estoy 
pensando, por ejemplo, en el Comité de Erradicación del Trabajo Infantil o en los sistemas de capacitación y 
preservación de la seguridad en la industria forestal. 


No quiero olvidarme de nadie, por lo que voy a nombrar al Director General del Ministerio, escribano Álvaro 
Pagani, y al contador Gonzalo Aretche, adscripto a esa Dirección, que es un funcionario de carrera. Como 
Ministro, estoy orgulloso de haber heredado a tantos funcionarios, la mayor parte de carrera. También quiero 
mencionar al señor Heber Reyes -que no es de carrera, pero es como si lo fuera-, quien está al frente del 
Instituto Nacional de Alimentación y es una mano derecha muy importante en nuestra actuación. 


SEÑOR IBARRA.- Hemos escuchado el análisis realizado por el señor Ministro con referencia a la 
gestión del año 2002. Vamos a formular algunas preguntas que tienen que ver con la documentación 
que se nos ha hecho llegar, concretamente sobre las inversiones. 


En el Tomo 1 del libro resumen distribuido por la Contaduría General de la Nación, en la página 51, Estado 
de Ejecución Presupuestal de Inversiones Consolidado, figura que en el Inciso 13, Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, hubo una falta de ejecución muy importante: un 78,71%. Asumimos que se trata de 
directivas del Poder Ejecutivo que, inclusive, fueron establecidas en el Presupuesto quinquenal. No obstante, 
nos parece que esta falta de ejecución o esta economía del 78,71% rebasa ampliamente lo dispuesto en el 
Presupuesto quinquenal e, inclusive, en los Decretos en los que el Poder Ejecutivo fijó los topes 
correspondientes. 


Por otra parte, las cuentas que se nos presentan figuran en la página 539 del Tomo III-B, Gastos de 
Funcionamiento; en cuanto al Programa 006, Investigación y Asistencia Alimentario-Nutricional, advertimos 
que se gastó más de lo asignado. Sin duda, esto debe ser consecuencia de la enorme crisis desatada el año 
pasado, por la situación que todos conocemos. Quisiéramos saber si esta erogación superior a lo asignado por 
el Presupuesto fue financiada directamente por el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Aprovechando que está presente el Director del Instituto Nacional de Alimentación, nos gustaría saber cómo 
está planteada la evolución en cuanto a las necesidades alimentarias que comenzaron en 2002 y que de 
alguna forma continúan. 


Vamos a referirnos a otro tema. Casualmente, se encuentra en Sala el ex Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social, contador Álvaro Alonso, que conoce el tema. En aquella oportunidad, se había expresado que para 
2002 se iba a incrementar la cantidad de personas capacitadas en el marco del Fondo de Reconversión 
Laboral del Ministerio. Recordemos que durante el año 2000 hubo una suspensión en la ejecución del Fondo 
de Reconversión Laboral y que en 2001 se originó una disminución sensible en la cantidad de personas que 
accedían a los cursos. Entonces, quisiéramos saber qué ocurrió en el transcurso del año 2002, si se logró 
incrementar la capacitación a través del Fondo de Reconversión Laboral. 


Otra pregunta -quizá el señor Ministro ya se haya referido a este punto, pero como estaba mirando algún 
tomo tal vez me haya distraído- refiere a lo que se había anunciado en cuanto a centralizar los sistemas de 


compras para el INDA. Nos gustaría saber cómo marcha ese mecanismo de centralización que, sin duda, 
debe ser muy importante para intentar abaratar los costos. ¿Ha sido eficiente? 


Vamos a realizar otras preguntas que tienen que ver con la Junta Nacional de Empleo. Hemos leído que los 
representantes de los trabajadores en la JUNAE han manifestado en más de una oportunidad que a pesar de 
que en el programa para trabajadores en el seguro de paro, la DINAE se comprometió a inspeccionar como 
mínimo en tres oportunidades los cursos de capacitación -al inicio, al promediar y al finalizar-, no lo estaría 
haciendo. Entonces, preguntamos si eso se está llevando adelante. Nos ha llegado información de que habría 
dificultades en ese sentido, quizá, por falta de recursos humanos y materiales suficientes. Creemos que es 
muy importante que directamente se realice un seguimiento por la DINAE. 


Por otra parte, una de las mayores dificultades que tiene la JUNAE para definir el tipo de curso a 
instrumentar y la orientación a brindar a los usuarios, es la carencia de información sobre actividades que 
demanden los trabajadores. Esto indica la necesidad de implementar determinadas políticas activas de 
empleo. Por supuesto que conocemos la participación de la JUNAE en este sentido. Hemos tenido 
información -sobre todo, a través de los medios de comunicación- acerca de las políticas activas de empleo 
que está emprendiendo el Ministerio y quisiéramos que se hiciera algún comentario sobre el particular. 


Por último, en el Presupuesto quinquenal se votó el artículo 383, que establece que para los Ejercicios 2002 y 
2003, con financiamiento de Rentas Generales, se asignará una partida determinada para complementar los 
recursos que integran el Fondo de Reconversión Laboral; y agrega que dicha partida será destinada a la 
ejecución de los programas de capacitación y reconversión, que será administrada por la JUNAE y que la 
transferencia se realizará por duodécimos a lo largo de cada Ejercicio. 


Quisiera saber si el Ministerio de Economía y Finanzas ha volcado los recursos establecidos en el 

artículo 383 del Presupuesto quinquenal a la JUNAE y, si no fuera así, qué deuda mantiene. Creemos que 
este programa es muy importante porque tiene que ver con la capacitación de los trabajadores en seguro de 
paro y también de otros ciudadanos que acceden a este beneficio. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Para contestar las interrogantes tan 
ricas del señor Diputado Ibarra me gustaría que en primer lugar hiciera uso de la palabra el contador 
Gonzalo Aretche y, luego, según el orden de las preguntas intervendrían otros asesores. 


Agradezco al señor Diputado Ibarra que se haya tomado el trabajo de estudiarnos, sin perjuicio de que mi 
intervención en el año pasado fue brevísima; y como bien recordó, está aquí presente el entonces Ministro, 
contador Alvaro Alonso -no quise decirlo al principio porque parecería que estaba deslindándome de la 
actividad. Acá hay muchos contadores por lo que se pueden apreciar las auditorías que se efectúan y que nos 
ayudan a mejorar los rumbos. 


SEÑOR ARETCHE.- Me voy a referir a la inquietud del señor Diputado, relacionada con el bajo 
porcentaje de ejecución que se registró en los créditos para inversiones. 


La asignación presupuestal definitiva en materia de inversiones, en el año 2002, para el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social ascendía a $ 6:584.000. El Decreto del Poder Ejecutivo N* 55/002, de 8 de febrero de 
2002, estableció topes de inversión para los distintos Incisos. Al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social se 
le fijó un tope de inversión de $ 4:500.000 y, por consiguiente, estamos ya rebajando desde $ 6:584.000 hasta 
$ 4:500.000. Esta última cifra fue distribuida por el Ministerio dentro de los programas que la Ley 
Presupuestal había fijado y debemos destacar que se divide en dos ítems importantes: aquellos que se 
financian con cargo a Rentas Generales y los que se financian con recursos de afectación especial. 


Para la financiación de Rentas Generales tenemos el proyecto 701, adecuación y conservación del edificio 
sede, con un crédito de $ 745.000; proyecto 702, adquisición de equipos y mobiliarios, con $ 746.000; 
proyecto 703, destinado a DINAE, adquisición de equipos y herramientas, con $ 146.000 y, después, hay dos 
proyectos referidos a INDA: el proyecto 704, adecuación a edificio y el proyecto 705, equipamiento, que 
tienen de crédito $ 81.000 y $ 98.000, respectivamente. 


Los programas que acabo de mencionar totalizan $ 1:816.000. El proyecto que se financia con recursos de 
afectación especial tiene un crédito definitivo, después del abatimiento del Decreto del Poder Ejecutivo, de 


$ 2:684.000. Este proyecto debía ser financiado con cargo al excedente de la recaudación de recursos propios 
por parte del Ministerio sobre el crédito que le había fijado la ley. Como no existió tal excedente ese 
proyecto, con un crédito de $ 2:684.000, no pudo ejecutarse en ningún importe. Por lo tanto, lo que quedó 
disponible al Ministerio para ejecutar por inversiones fue $ 1:816.000, de los cuales ejecutó $ 1:402.000. 


Tuvimos inconvenientes en uno de los proyectos que mencioné. El proyecto 701, adecuación y conservación 
del edificio sede, por atrasos en la ejecución de la obra no se pudo realizar en su totalidad, pero de acuerdo 
con las cifras que he planteado es más razonable cuando hablamos de una ejecución de $ 1:402.000 contra un 
crédito de $ 1:816.000. 


Pienso que el señor Diputado estará satisfecho con esta explicación; de lo contrario podría profundizar en 
alguna cifra más. 


SEÑOR IBARRA.- Correcto. 


SEÑOR REYES.- Voy a contestar las dos preguntas que tienen vinculación con el Organismo que 
estamos administrando. 


Con respecto a la evolución del gasto, a principios del año pasado teníamos asignado lo que correspondía por 
Presupuesto quinquenal, que se formalizó al principio del Gobierno, de estos cinco años, que significaba 
alrededor de $ 200:000.000; o sea que esta era la asignación para el Instituto Nacional de Alimentación. El 
año pasado, con un abatimiento de $ 22:000.000, sumándole los sueldos de una asignación presupuestal de 

$ 239:000.000, nos quedaba una asignación de $ 216:000.000. Evidentemente, la notoria crisis, los hechos 
que se suscitaron el año pasado, el aumento de los beneficiarios de los distintos programas del Instituto más 
la aplicación de lo que se llevó a cabo —<que fue el plan de seguridad alimentaria que comenzó en el mes de 
julio-, hicieron que tuviéramos que lograr un refuerzo de rubros muy importante para el presupuesto que 
teníamos asignado. Todo esto llevó a que en todo el año tuviéramos un gasto de aproximadamente 

$ 490:000.000. 


Es evidente que se dieron dos hechos que provocaron esta situación. El importante aumento de los 
beneficiarios, fundamentalmente después de la mitad del año, aunque a partir de julio de 2001 ya teníamos un 
aumento constante de la cifra de los beneficiarios; el estallido principal se dio en julio del pasado año en el 
que en poco más de un mes hubo un aumento de alrededor de veinticinco mil beneficiarios en los programas 
normales del Instituto. A esto debemos sumar cuarenta y cinco mil prestaciones diarias que se empezaron a 
dar en julio y que terminaron a fines de noviembre y comienzos de diciembre. 


El segundo tema que influyó en el aumento fue la disparada, en forma considerable, de muchos de los precios 
de los productos, fundamentalmente, de víveres secos, lo cual no solo aumentó el presupuesto que teníamos 
asignado sino que complicó la gestión eficaz y ordenada del Instituto porque tuvimos problemas con 
muchísimos productos. Esto generó que el día 19 de setiembre presentáramos al Ministro Atchugarry un 
proyecto de modificación del sistema de compras, según el cual el Ministerio proponía un formato distinto 
para las compras a fin de que lo aplicáramos en el Instituto. Creemos que luego el Ministerio de Economía y 
Finanzas lo aplicó con mucha inteligencia para el resto de los organismos y es lo que hoy se llama Unidad 
Centralizadora de Adquisición de Alimentos. Tenemos un mecanismo por el cual licitaciones que nos 
llevaban seis meses ahora insumen aproximadamente tres semanas; ello no solo ha incidido para mejorar los 
precios sino que es mucho más transparente y, por supuesto, menos burocrático, permitiéndonos también 
mejorar la calidad de la prestación. Evidentemente, el hecho de disponer de los alimentos en tiempo y forma 
hace que podamos organizar para esta segunda mitad del año una tarea más eficaz y una gestión más 
ordenada. De esa manera, será posible llegar en tiempo y forma a las distintas organizaciones, 
fundamentalmente de la sociedad civil, y también cumplir con el enorme aumento que hemos tenido que 
asumir en esta Administración. Para poner un ejemplo, debo decir que cuando el contador Alvaro Alonso 
asumió en el año 2000 el cargo de Ministro de Trabajo y Seguridad Social, el Instituto tenía prestaciones en 
los comedores para 7.600 personas; hoy estamos en una cifra en todo el país que llega a 26.000 personas. 
Solo en Montevideo estamos aproximándonos a una cifra de 10.000 personas. Esto demuestra la tarea que 
hubo que hacer, que siempre se ha llevado a cabo en coordinación con el Ministerio de Economía y Finanzas, 
tratando de tener éxito en las compras; esto se hizo desde el principio de la Administración. Inmediatamente 
en el primer año de gestión se pudo abatir en alrededor del 30% los costos en cuanto a la forma en que se 
venía comprando antes. Ahora, con la creación de la Unidad Centralizadora de Adquisiciones de Alimentos, 


se ha corroborado que tanto el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social como el Instituto Nacional de 
Alimentación venían comprando en forma eficaz y eficiente, a pesar de las importantes deudas que teníamos 
con los distintos proveedores. En tres de los cinco principales productos la Unidad Centralizadora no pudo 
mejorar los precios con respecto a los que venía comprando el Instituto; inclusive, en algún caso -como en el 
azúcar— se utilizó el llamado de precios. Esto demuestra que a pesar de los atrasos importantes de pago que 
teníamos con los proveedores, se venía trabajando en forma ordenada. Además, la Unidad Centralizadora de 
Adquisiciones de Alimentos ayudó a mejorar los precios que venían pagando los demás organismos del 
Estado; ello se puede verificar a través de distintas tablas que han sido publicadas en la prensa y que se están 
manejando durante estos días. La Unidad tiene pocos meses de creación y recién estamos en la primera etapa. 
En primera instancia se compró los víveres secos y hace pocos días se adjudicó los víveres frescos; durante 
esta semana se adjudicará la carne y en la próxima, seguramente, se adjudicarían las bandejas. Con todos 
estos rubros, que son cuatro, vamos a lograr en una primera etapa que la Unidad Centralizadora se haga cargo 
de todas las compras que el Instituto lleva adelante, por supuesto que bajo nuestro control y dentro del 
Presupuesto asignado. Todo esto ha significado una mejora en los precios que estamos pagando y también ha 
ordenado las deudas. Ha hecho posible que las empresas que trabajan ayudando al Estado y que le proveen de 
los alimentos, con el sistema de pago contado -sistema que veníamos reclamando desde hace muchísimo 
tiempo- y con el ordenamiento de las deudas, puedan mejorar los precios. De esta manera, podremos trabajar 
sobre la calidad de los alimentos -tema que no es menor— y sobre la logística, que es también un punto muy 
importante. 


En una segunda y una tercera etapa, la intención que se tiene desde la Unidad Centralizada de Adquisiciones 
—esto lo hemos hablado con el señor Ministro Pérez del Castillo y con el señor Ministro Atchugarry— es 
tratar de armar una logística adecuada para las compras de todos los organismos del Estado en todo el país, 
lograr una descentralización de las compras y procurar que los víveres frescos se compren a través de 
cooperativas o de productores locales, incentivando la producción local y generando fuentes de empleo. 


En cuanto a los víveres secos quiero poner un ejemplo. Si hay una empresa de pasta seca en Salto, lo lógico 
sería que la producción de ese departamento y de Paysandú se comprara en Salto. Tenemos muchas 
expectativas en esta segunda etapa, y estamos muy satisfechos del desempeño, si bien como todo 
emprendimiento que comienza tiene sus trabas y sus dificultades. 


En lo que respecta al gasto de este año, en febrero pedimos al Ministerio de Economía y Finanzas un 
Presupuesto de $ 533:000.000. Estamos trabajando en el día a día con dicha Cartera en lo que tiene que ver 
con el refuerzo de rubros. Evidentemente, el refuerzo de rubros final deberá ser asignado de acuerdo con la 
evolución definitiva de los precios que tengamos en este próximo mes y con la evolución de los beneficiarios. 
En este momento se han consolidado algunas cifras y no tenemos aumentos como los que soportábamos el 
año pasado, donde mes a mes crecía la cantidad de beneficiarios. 


Además, con el rediseño definitivo de los programas -fundamentalmente en lo que respecta a la canasta 
familiar, que ya se está instrumentando en todo el país—, podremos tener antes de fin de año una canasta 
familiar para aproximadamente 100.000 familias, hecho que contempla la inquietud presentada por la señora 
Diputada Topolansky con su proyecto de ley. Podremos contar con una canasta familiar que transformará, en 
cierta medida, lo que será el resto de las prestaciones. Ya se ha aprobado por parte del Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto un rubro para que podamos informatizar el sistema en todo el país. De esta 
manera, podremos tener un control directo sobre todos los beneficiarios en los distintos programas que lleva 
adelante el Instituto en todo el país. 


SEÑOR IBARRA.- Es importante que la Unidad Centralizadora de Adquisiciones de Alimentos 
funcione y que de alguna manera abarate los costos del Estado. Al mismo tiempo, también aspiramos a 
que se pueda cumplir con los requerimientos de la gente. 


Todos nosotros recorremos el país y vemos que en muchas oportunidades se nos plantea que la canasta básica 
-que creo tiene cuatro alimentos- no reúne los cuatro productos, a veces falta azúcar, etcétera. Además, me 
dice la señora Diputada Topolansky, que a veces tampoco llega o que demora demasiado. No sé si eso se está 
teniendo en cuenta, sobre todo por la situación crítica que vive determinado sector de la población en cuanto 
al tema de la alimentación. 


Me gustaría que se profundizara en cuanto a la instrumentación de la canasta familiar que, si no me equivoco, 
estaría compuesta por catorce productos y que, como dijo el Director del INDA, señor Reyes, abarcaría a 
unas 100.000 familias. 


Por otra parte, me gustaría saber en qué consiste la puesta en funcionamiento de esa canasta familiar y si 
sustituye otras prestaciones. En ese caso, ¿la sustitución está asegurada en el sentido de que no se vea 
retaceado el alimento para un sector de la población? Digo esto porque aparentemente, las personas que 
reciben la canasta familiar no percibirían alimentación a través de los comedores. En ese caso, ¿cómo se 
instrumentaría esto? Sería bueno que esto quedara claro en el seno de la Comisión. 


SEÑOR REYES.- Respecto al primer punto, relativo a la canasta individual, debo decir que los atrasos 
o faltantes en algún caso de alguno de sus productos están vinculados directamente al problema de 
tener la alimentación en tiempo y forma. Como planteé anteriormente, nos vamos a poder organizar de 
otra manera al tener los productos licitados y adjudicados y no tener que estar corriendo 
permanentemente detrás de ellos. 


Muchas veces, alguna Intendencia del país, como la de Montevideo, o algún sector han salido a hablar de las 
cantidades de la canasta o de la rapidez con la que se entrega. Al respecto, quiero decir que, por ejemplo, el 
Instituto reparte 330.000 kilos de arroz en todo el país. Evidentemente, no es fácil hacerlo; hay que 
organizarlo y distribuirlo. CONAPROL E reparte alrededor de 200.000 kilos de leche en polvo al mes en 
distintos sectores del país, lo cual le lleva cerca de 20 días. Entonces, esta tarea implica sus tiempos, que hay 
que ordenar. 


Los atrasos que ha habido han sido producto de los atrasos con los proveedores -que eran muy importantes 
por las deudas que había- y de la organización que demanda todo eso. En todo el país hay 500 centros de 
distribución de la canasta individual. Por lo tanto, hay que trasladar la mercadería al interior, dejarla en las 
capitales y repartirla a través de móviles de las distintas Juntas Locales. En algunos departamentos, la tarea es 
más fácil porque concentran todo en su capital y tienen dos o tres ciudades importantes, pero en otros 
requiere de más tiempo y de una logística que hay que instrumentar. 


Cuando vamos al interior, la gente pregunta cómo es posible que cumplamos con una canasta de 14 kilos, si 
no podemos hacerlo con una de 4. La respuesta es que, si tenemos los alimentos, vamos a poder cumplir. 


En cuanto al contenido de la canasta familiar, debo decir que la básica va a contener 14 kilos de alimentos y 
que se agregará un kilo de leche en polvo por cada niño de hasta seis años que haya en la familia. Si tenemos 
en cuenta la conformación de las familias tipo que están en situación de pobreza, en primera instancia, la 
canasta promedio va a tener 17 kilos de alimentos. 


¿En qué consiste? Según el sistema que todavía está funcionando, son beneficiarios de la canasta las madres 
en período de lactancia, las embarazadas y los menores de 6 años a quienes se demuestre que se le han hecho 
los controles de salud. La canasta familiar que estamos proponiendo contemplará a las familias que tengan 
niños menores de 18 años, lo cual implica un cambio sustancial, ya que no quedarán relegados 
automáticamente los que cumplan 6 años de edad. De todas maneras, se siguen pidiendo los mismos 
controles de salud para los niños menores de 6 años y se hace otro pedido de control para los niños mayores 
de esa edad, aunque esto, en primera instancia, no va a ser un obstáculo para la entrega de la canasta; lo que 
se busca con este requerimiento es mejorar la calidad de vida, en muchos aspectos, de las distintas familias. 
La ficha tan criticada en distintos aspectos por diferentes personas, es muy completa, pero no intenta para 
nada obstaculizar el acceso a la canasta de las personas humildes, sino que tratará de ayudarlas. Para que se 
comience a entregar la canasta es necesario justificar la falta de ingresos, lo que se hace a través del BPS. 
Como la idea es facilitar la tarea a la gente, en este momento se firmó un convenio con dicha institución, por 
el cual instalarán en el INDA una computadora con todos los datos para que las personas no tengan que estar 
haciendo los trámites correspondientes, que son bastante engorrosos. En la tarde de hoy, la Directora de la 
División Prestaciones tenía una reunión con la Directora de la Dirección Nacional de Identificación Civil, la 
Inspectora Almada, porque las personas que están en estado de indigencia no se pueden costear la tramitación 
de la cédula de identidad. ¿Qué hacemos? ¿Seguimos dejando que la gente no tenga cédula de identidad? No; 
tratamos de solucionar estos problemas, y veremos cómo hacerlo junto con el Ministerio del Interior. 


Otro requisito que se pide es el certificado de escolaridad para que, en un futuro, esté certificado que esos 
niños, que tienen que estar asistiendo al preescolar o a la escuela, lo están haciendo. Esto no es un obstáculo; 
no se va a negar la canasta a aquellos que no estén enviando a los niños a la escuela, pero se hará un trabajo, 
en coordinación con Primaria, en procura de que lo hagan. 


El cambio fundamental que tiene esta canasta es que no tendrán acceso a ella los núcleos familiares que 
reciban ingresos superiores a una cifra de alrededor de $ 3.000, aunque no es lo mismo una familia con un 
ingreso de $ 3.000 que tenga cinco hijos que una que tenga uno solo. Para eso, cada ficha será evaluada por 
parte de un asistente social, quien determinará, en definitiva, si la canasta se otorga al beneficiario. Este es un 
dato muy importante: en todo el país, todas las fichas tienen que estar corroboradas, evaluadas y firmadas por 
un asistente social. Se está haciendo un trabajo en conjunto con Salud Pública, con las distintas policlínicas 
municipales y con las comisiones intersectoriales que se han ido formando en los distintos departamentos del 
país. En el caso de la Intendencia Municipal de Montevideo, estamos coordinando con su área de salud. Es 
un trabajo que va a llevar su tiempo, pero ya nos están derivando los casos de riesgo nutricional en todo el 
país, a los que estamos entregando canastas inmediatas o de riesgo nutricional o social. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Anoté por lo menos cuatro preguntas. El señor Diputado Ibarra, en sus 
interesantes cuestionamientos, ha hecho algunas referencias que tal vez merezcan una derivación, pero 
vamos a tratar de responder brevemente. Inclusive, el tratamiento de las políticas activas de empleo 
merece traspasar el escenario de un presupuesto o de una memoria anual. 


En cuanto a la primera consulta, relacionada con el número de capacitaciones otorgadas por la Junta, es 
bueno precisar que hay una responsabilidad compartida entre la Dirección Nacional de Empleo, unidad 
ejecutora del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y la Junta Nacional de Empleo, organismo que tiene 
una composición tripartita. Con respecto a las personas capacitadas, no tengo presente la cantidad que hubo 
en el Ejercicio 2001, pero en el Ejercicio 2002 se capacitaron 7.500 personas, lo que implicó un gasto de 
288.800 unidades reajustables, equivalente a US$ 2:860.000. De todas maneras, puedo afirmar que a partir de 
la suspensión que se realizó en el año 2000 por ciertos problemas de financiamiento, la cantidad de personas 
capacitadas se ha ido incrementando. Por ello, 2002 ha sido superior a 2001 y, seguramente, en este año, 
especialmente atendiendo al ingreso de políticas activas de empleo, va a aumentar. Respecto a si se está 
realizando la evaluación de los cursos de la manera prevista, el señor Diputado manejó que en número de tres 
se debían realizar evaluaciones en los cursos que se imparten por parte de la Junta Nacional de Empleo. En el 
año 2002 sí se ha realizado, aunque tal vez, en alguna oportunidad puntual, en el interior pudo no haberse 
hecho. Normalmente, la lógica de ello implica que al comienzo del curso se realice una evaluación que no 
solo abarca a la entidad capacitadora sino también a las condiciones para realizar los cursos. Luego, a mitad 
de curso, se realiza otra y cerca de la finalización se realizaría una tercera evaluación final. En el año 2002 se 
hizo; actualmente se lleva a cabo con las dificultades que tiene todo organismo público en cuanto a la 
posibilidad de desarrollo, tal vez con alguna demora, pero se realiza, porque creemos que es un arma muy 
importante. Conviene puntualizar que esta circunstancia está íntegramente a cargo de la Dirección Nacional 
de Empleo; este tipo de erogación del gasto de viático y demás no surge del Fondo de Reconversión Laboral. 
Eso, evidentemente, tal vez causa de una u otra forma alguna dificultad mayor que la que pudiera existir si 
fuera a cargo de ese Fondo. 


Con respecto al punto tres, que yo subdividía, el señor Diputado habla de carencia de información respecto a 
las necesidades de los usuarios. También menciona la situación de las políticas activas de empleo. Con 
respecto a la primera situación, coincidimos plenamente con la apreciación; creemos que hay que apoyar y 
tener el mayor conocimiento respecto a las necesidades reales de los potenciales usuarios y los que han 
desarrollado los cursos, especialmente las posibilidades de inserción que estos últimos tienen. A raíz de esta 
situación, a fines del año 2002 la Junta Nacional de Empleo encarga un estudio pormenorizado sobre esas 
circunstancias y, en particular, sobre la evaluación de impacto del año 2001 que en realidad es donde se lo 
puede realizar con precisión. Actualmente estamos a la espera de los resultados finales y en corto tiempo los 
tendremos. 


Sin perjuicio de ello, la propia DINAE realiza, dentro de sus funciones y en forma anual, un perfil de 
usuarios donde se destaca la opinión y las necesidades básicas de cada uno. 


El otro tema que interpreto que podría tener una discriminación respecto al conjunto de la pregunta es 
respecto a las políticas activas de empleo. Este es un tema especialmente significativo. A partir del año 2002 


y -creo que todos coincidimos- luego del sinceramiento que todos hemos tenido respecto a la situación del 
empleo en nuestro país, agravado con la crisis del año anterior, se plantea por parte del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, la DINAE y la Junta la posible realización de políticas activas de empleo más allá de las 
que actualmente se realizan y la capacitación que ha sido la prioritaria en los diez años de vida, tanto de la 
DINAE como de la Junta Nacional de Empleo. Estas políticas activas que actualmente están comenzando a 
concretarse tienen varios sentidos a partir de, por ejemplo, la ejecución de programas como el de empleo 
directo, de apoyo a microemprendimientos, la creación de un sistema de intermediación laboral y, a su vez, la 
posibilidad de concretar un programa de incentivo al empleo. Esta simple enumeración, que en otra 
oportunidad sería muy importante desarrollar, implica un cambio de estructuras de la DINAE, un cambio de 
mentalidad tanto de la Dirección de Empleo como de la Junta, que estamos desarrollando. Aun con las 
dificultades propias de las épocas, sin duda se están dando pasos firmes en ese aspecto. Como saben, algunos 
de estos programas ya están en plena ejecución y otros van en vías de lograrlo en este año 2003. 


La última pregunta del señor Diputado Ibarra es referente al artículo 383 del Presupuesto quinquenal, referido 
a si se ha volcado por parte del Ministerio de Economía y Finanzas lo referente a Rentas Generales dentro de 
lo que es el régimen de ingresos que tiene el Fondo de Reconversión Laboral. Los datos que poseo me 
permiten decir que hasta el mes de agosto del año 2002 se cumplió plenamente y en forma puntual con 
dichos pagos. Luego sí debo reconocer que se han efectuado otros pagos pero no con la misma puntualidad. 
Debo decir que en el ingreso total del Fondo de Reconversión Laboral, en lo que representa el aporte de 
Rentas Generales es apenas de un 4,32% del total, siendo en ese rubro, en lo que tiene que ver con el Fondo 
de Reconversión Laboral, el porcentaje mayor proveniente del BPS que es del 73,39%,y luego los diferentes 
rubros representan en el conjunto, incluido Rentas Generales, no más de un 27%. Básicamente hemos 
contestado las preguntas; respecto a las políticas activas de empleo necesitaríamos más tiempo para tratarlas. 


SEÑOR IBARRA.- Según mi opinión, no quedó clara una de las contestaciones. 


Respecto a lo que acaba de expresar el doctor Gutiérrez sobre el artículo 383 me gustaría que se nos haga 
llegar una información concreta en cuanto al atraso que hay de traslado de los recursos del Ministerio de 
Economía y Finanzas al Fondo de Reconversión Laboral. La información que tengo es que es bastante 
importante el atraso que hay al día de hoy en cuanto a las partidas que debería remitir el Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


También nos gustaría, tanto a nivel del Instituto Nacional de Alimentación como a nivel de la DINAE, si nos 
pueden enviar alguna documentación estadística de los cursos que se realizan y de las distintas canastas que 
se entregan. Es bueno para esta Comisión tener esos datos. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- En la última Rendición de Cuentas se aprobó un tope para los 
salarios de los funcionarios públicos. Me han comentado que en el Banco de Previsión Social, que 
depende de su Ministerio, esta medida no se ha cumplido, pues hay distintos funcionarios cuya 
remuneración excede el 60% del tope que había votado el Parlamento. ¿Es cierto este comentario, o el 
Banco de Previsión Social está cumpliendo con ese tope? 


Al poco tiempo de asumir el actual Ministro, expresó que iba a enviar un proyecto de ley sobre defensa del 
salario, en el cual se establecería que no se podría hacer descuentos. ¿Ya fue enviado al Parlamento? Si es así, 
tendremos que averiguar qué Comisión lo está estudiando. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Con respecto a la primera pregunta, 
debo manifestar que no tengo información al respecto pero vamos a averiguar y, eventualmente, en 
forma oficial comunicaremos la respuesta. 


En cuanto al proyecto sobre protección del salario, respecto del acreedor del trabajador, decimos que ha sido 
firmado la semana pasada; en consecuencia ya debe haber llegado o estará por llegar al Parlamento. A mi 
criterio, este es un tema importante y lo que se procura es que sea compatible la obtención de créditos por 
parte de personas que de otra forma no podrían acceder, con la necesidad de que una parte de los salarios o 
las pastvidades sea cobrada en efectivo. Sería muy bueno poder aprobar con rapidez este proyecto; ha sido 
objeto de muchas conversaciones con las distintas entidades acreedoras y con la propia central sindical 
uruguaya. Allí se establece un porcentaje máximo de descuento de un 70% y una ordenación entre los 


distintos acreedores para efectuar las retenciones que tienen habilitación legal de acuerdo con un determinado 
orden de prioridad y preferencia. También se incluye la obligación por parte de los empleadores de informar 
a las entidades potencialmente acreedoras del trabajador o del pasivo la situación concreta en la cual están, 
para poder hacer una investigación del crédito. 


SEÑOR PANDOLFO.- ¿Se ha evaluado qué inversión se debe realizar para generar cada puesto de 
trabajo en las diferentes ramas de actividad? Hago esta pregunta con la intención de apuntar a cuál es 
la inversión más redituable para dar un incentivo al mercado de trabajo. Concretamente, quiero saber 
si se sabe el costo de generar puestos de trabajo en las diferentes ramas de actividad. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Me parece muy interesante la 
pregunta del señor Diputado. En el día de ayer estuvimos hablando con el Director de la Subregión del 
Cono Sur de la OIT, para encarar estudios de política macroeconómica. En realidad, lo que está 
preguntando el señor Diputado es cómo hacemos para generar más puestos de trabajo. No alcanza 
solamente con un crecimiento del 4% del PBI sino saber en qué sectores vamos a invertir a efectos de 
lograr esos puestos de trabajo que necesitamos, que son por lo menos 150.000 para llegar una tasa de 
desempleo normal como el Uruguay merece. Esto es un tema de política macroeconómica, no tanto de 
intervención pasiva o activa en el mercado de trabajo, como hemos venido enfocando en los últimos 
años en el Uruguay, básicamente por el lado de la capacitación pero también por el de políticas activas 
en concreto, como se ha lanzado en los últimos tiempos. No solamente en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, sino en el de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en el de 
Transporte y Obras Públicas y en el de Economía y Finanzas, hay políticas activas de generación de 
empleo directo, aunque no es suficiente. Lo que es necesario es un crecimiento de la economía y del 
empleo con equidad, en definitiva, con una correcta distribución, y no siempre el crecimiento 
económico viene acompañado de eso. 


La pregunta del señor Diputado me resulta tremendamente desafiante. Efectivamente, trataremos de hacer 
estudios de esa índole, macroeconómicos, para poder ver en qué aspectos la economía puede dirigirse hacia 
una situación más próxima al pleno empleo. También, implícitamente, se está diseñando un debate que el 
Uruguay se debe y es en qué vamos a trabajar los uruguayos, nuestros hijos, en los próximos años. Eso nos 
lleva a decir: "Bueno, vamos a invertir en esto o fomentar este tipo de actividades, y estas otras, en las que no 
tenemos tantas ventajas comparativas, vamos a soslayarlas". Una vez que definamos eso hacemos los 
números para saber cuánto cuesta un puesto de trabajo. Hay diferencias entre el costo de un sitio de trabajo y 
otro. Yo puedo decir lo que cuesta un puesto de trabajo de empleo directo, en actividades comunitarias. A 
veces hay inversiones altamente costosas con una intensidad de mano de obra bajísima o casi nula, y a la 
inversa. 


El señor Ministro de Industria, Energía y Minería decía en el Consejo de Ministros que teníamos que orientar 


los proyectos de inversión evaluando, como uno de los criterios a la hora de establecer franquicias o 
incentivos, la intensidad de mano de obra que generan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda agradece la 
información suministrada por el señor Ministro y demás jerarcas del Ministerio. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 01) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


